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PRESENTACIÓN 
 
Señores Miembros del Jurado:  
Se presenta la tesis titulada: “La aplicación del artículo 565°–A del Código 
Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos y la vulneración del 
derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, Chimbote 
2017”, con el objetivo de determinar si la aplicación del artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva al restringir el derecho de acción del deudor 
alimentario. 
El documento consta de VII capítulos: el Capítulo I abarca la Introducción dirigida 
a establecer la realidad problemática, Trabajos Previos, Teorías Relacionadas al 
Tema, la misma que se subdivide en el Capítulo I, que abarca el tema de 
Alimentos y el Capítulo II que abarca la Tutela Jurisdiccional Efectiva, así mismo 
la Formulación del Problema de investigación, Justificación del estudio, la 
Hipótesis de Investigación e Hipótesis Nula, así como el Objetivos General y los 
Objetivos Específicos; en el Capítulo II se establece las fases del proceso de 
investigación, considerando el Diseño de Investigación, las Variables, 
Operacionalización, la Población, la Técnica e instrumentos de recolección de 
datos, validez y confiabilidad, Método de análisis de datos y por último los 
Aspectos éticos; en el Capítulo III se ha esbozado y descrito los resultados en 
forma ordenada y sistemática con gráficos y tablas para su comprensión, además 
se comprueba la hipótesis mediante la prueba del Chi Cuadrado; en el Capítulo IV 
se ha realizado la Discusión de los resultados corroborándolo con los 
antecedentes y las teorías correspondientes a los doctrinarios más influyentes; en 
el Capítulo V se elaboró las conclusiones en base a los resultados dando 
respuesta al objetivo general y objetivos específicos; en el Capítulo VI se elaboró 
las recomendaciones pertinentes; por último en el capítulo VII las Referencias 
bibliográficas y anexos correspondientes. 
 
El autor 
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RESUMEN  
 
El presente trabajo de investigación tiene por título “La aplicación del artículo 
565°–A del Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos y la 
vulneración del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, 
Chimbote 2017”. Asimismo, como objetivo general determinar si la aplicación del 
artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, 
vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario. Para 
la investigación se ha utilizado el enfoque cuantitativo, y corresponde a un diseño 
no experimental, transeccional de alcance descriptivo. La población se encuentra 
conformada por 09 Jueces, 4 Asistentes, 18 Secretarios y 19 Técnicos de los 
Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del 
Santa. La técnica utilizada en el desarrollo del presente trabajo de investigación 
fue la encuesta y posteriormente el instrumentó que se aplicó fue el cuestionario. 
 
Los resultados permitieron concluir que la aplicación del artículo 565°-A de Código 
Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva al restringir el derecho de acción del deudor 
alimentario. 
  
Palabras claves: Tutela Jurisdiccional Efectiva, deudor alimentario. 
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ABSTRACT 
 
The present research work is entitled "The application of Article 565°-A of the 
Code of Civil Procedure in the action of Food Reduction and the violation of the 
right to effective Jurisdictional Guardianship of the food debtor, Chimbote 2017". 
Also, as a general objective to determine whether the application of Article 565°-A 
of the Code of Civil Procedure in the action of Food Reduction, violates the right to 
Effective Jurisdictional Guardianship of the food debtor. For the research, the 
quantitative approach has been used, and corresponds to a non-experimental, 
transectional design of descriptive scope. The population is made up of 09 
Judges, 4 Assistants, 18 Secretaries and 19 Technicians of the Courts of Law, 
Family and Mixed Peace of the Superior Court of Justice of the Santa. The 
technique used in the development of this research work was the survey and 
subsequently the instrument that was applied was the questionnaire. 
The results allowed to conclude that the application of article 565 ° -A of the Code 
of Civil Procedure in the action of Food Reduction, violates the right to effective 
Jurisdictional Guardianship by restricting the right of action of the food debtor. 
Keywords: Effective Jurisdictional Tutelage, food debtor. 
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I. INTRODUCCIÓN 
 
1.1. Realidad Problemática 
El derecho a tutela jurisdiccional efectiva, es aquel que tiene toda persona de 
acceder a los tribunales para solicitar el amparo de su derecho de acción o 
contradicción con respeto a un debido proceso Martel (2002, p.28). 
Entonces, resulta claro que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, al exigir 
como requisito para la admisión de la demanda de Reducción de Alimentos, 
acreditar estar al día en el pago de la pensión alimentaria, configura una 
vulneración para el leal ejercicio del derecho de acción. 
La reducción alimenticia, regulada en el Código Civil (1984) artículo 482° 
establece que la pensión alimenticia se incrementa o reduce según el aumento o 
la disminución que experimenten las necesidades del alimentista y las 
posibilidades del alimentante. 
En razón a lo anteriormente normado, una de las características principales de la 
pensión alimenticia es que es variable, nuestra jurisprudencia ha establecido que 
las sentencias de alimentos no obtienen la autoridad de cosa juzgada material, 
solo la calidad de cosa juzgada formal, en razón a que los elementos tomados en 
consideración para fijar la pensión alimenticia varían con el transcurso del tiempo. 
El Proyecto de Ley N° 1750-2007-CR, que propuso incorporar el artículo 565°-A al 
Código Procesal Civil, fue discutido por la Comisión de Justicia y Derechos 
Humanos (2009, p. 7), advirtiendo que en caso el obligado alimentario vea 
disminuidos sus ingresos económicos y no pueda cumplir con acreditar estar al 
día en el pago de la pensión alimenticia, quedará marginado de su derecho a 
accionar. 
Respecto a la Ley N° 29486 (Proyecto de Ley N° 1750-2007-CR), que incorpora el 
artículo 565°-A al Código Procesal Civil, Angelats (como se citó en Mundo 
Juridico, 2012), concluye que esta norma es contradictoria a nuestro 
ordenamiento jurídico, por cuanto, si han disminuidos los ingresos económicos del 
alimentante y en consecuencia se ha retrasado en el pago de la pensión 
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alimenticia, el artículo en comento privaría su derecho de solicitar la reducción de 
pensión alimenticia fijada, por consiguiente vulneraría el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva. 
Por otro lado Peralta (2011), señala que el contenido de la Ley  N° 29486, es 
inconstitucional, porque vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional del deudor 
alimentario, declarándole inadmisible su demanda por no estar al día en el pago 
de pensión alimenticia, sin dejar que éste argumente o acredite las razones por 
las cuales dejo de prestar la pensión de alimentos y por qué solicita la acción de 
reducción de alimentos. 
El Pleno Jurisdiccional Distrital de Familia Corte Superior de Justicia de Lima 
(2011, p.2), presidida por los Jueces Superiores integrantes de la Comisión de 
Actos Preparatorios, analizaron si resulta contraproducente admitirse a trámite 
una demanda de Reducción de Alimentos a pesar de lo dispuesto por el artículo 
565°-A del Código Procesal Civil, cuando el obligado alimentario se ha visto 
imposibilitado de cumplir el pago de las pensiones alimenticias, adoptando el 
Pleno por mayoría que si procede admitir a trámite la demanda, en razón al 
derecho de tutela jurisdiccional efectiva. 
El Pleno Jurisdiccional Distrital de los Juzgados de Paz Letrado de la Corte 
Superior de Lima (2011, p. 15), debatió la constitucionalidad del artículo bajo 
comentario, mereciendo resaltar la segunda ponencia por cuanto concluye que es 
inconstitucional la exigencia del requisito de admisibilidad previsto en el artículo 
565°-A del Código Procesal Civil, pues su aplicación constituye una restricción 
desproporcional al derecho-principio de tutela jurisdiccional efectiva. Finalmente el 
pleno adopto por mayoría la tercera posición, precisando que en caso se haga 
imposible cumplir con el presente requisito, se permitirá al Juez poder admitir a 
trámite la demanda de Reducción de Alimentos, en amparo a los principio de 
razonabilidad, proporcionalidad, al derecho de acción y tutela jurisdiccional 
efectiva. 
La presente ha llegado hasta el Tribunal Constitucional, mediante el expediente 
N° 04007-2012-PA/TC, en la cual el recurrente interpone a través de un recurso 
de agravio constitucional una demanda de amparo contra la Juez del Segundo 
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Juzgado de Paz Letrado de Santa Anita de la Corte Superior de Justicia de Lima, 
con la finalidad de que se deje sin efecto la Resolución N° 1 de fecha 7 de abril de 
2011, que declara inadmisible la demanda de reducción de alimentos, debiéndose 
inaplicar a su caso la Ley N° 29486 y admitir a trámite su demanda.  
 Sin embargo el Tribunal declara improcedente la demanda, al apreciar que la 
resolución judicial que presuntamente le causa agravio al recurrente, que en 
primer grado declaró inadmisible su demanda, concediéndole el plazo de tres días 
a fin de subsanar las omisiones advertidas, bajo apercibimiento de rechazarse su 
demanda sobre Reducción de Alimentos, no fue debidamente impugnada sino por 
el contrario consentida, constituyéndose el recurso de apelación de haberse 
interpuesto el medio idóneo y eficaz para lograr el fin perseguido por el recurrente, 
sin embargo el actor no interpuso el recurso de apelación. En consecuencia de 
conformidad con el artículo 4° del Código Procesal Constitucional, resulta 
improcedente la demanda. 
Sin perjuicio de la consideración precedente el Tribunal Constitucional señala que 
el recurrente tiene derecho a solicitar la acción de Reducción de Alimentos, a fin 
de que el juez pueda aclarar dicha controversia, o en todo caso, de solicitar el 
prorrateo de alimentos ante el Juzgado que conoció de la primera demanda de 
alimentos y en caso de presentarse afectaciones a sus derechos se mantiene 
expedita la vía de amparo a fin de salvaguardarlos. 
El expediente N° 3492-2014-0-1601-JP-FC-06 sobre Reducción de Alimentos, 
tramitado ante el Sexto Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, el Juez resuelve 
rechazar la demanda, por no haber cumplido con lo señalado en el artículo 565°–
A del Código Procesal Civil (Benites y Lujan, 2015, p. 209). 
Sin embargo el Expediente N° 963-2013-0-1601-JP-FC-02 tramitado ante el Sexto 
Juzgado de Paz Letrado de Trujillo, sobre Reducción de Alimentos, fue admitida a 
trámite sin considerar el requisito de procedibilidad establecido en el artículo 565°-
A del Código Procesal Civil, finalmente se declaró fundada en parte la demanda, 
al haber acreditado que su capacidad económica había disminuido y aumentado 
su carga familiar (Benites y Lujan, 2015, p. 210).  
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Situación que crea incertidumbre jurídica en los Juzgados de Paz Letrado 
especializados en familia a nivel nacional, donde muchas veces los Jueces 
teniendo la facultad de inaplicar una norma que colisiona con nuestro 
ordenamiento jurídico, solo se limitan a aplicar la norma en cuestión y no analizan 
su constitucionalidad, restringiendo así el derecho de acción a todos aquellos 
justiciables (deudores alimentarios) que no cumplen con el referido requisito de 
procedibilidad previsto en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, vulnerando 
de esta manera el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
1.2. Trabajos Previos 
A nivel nacional, Benites y Lujan (2015), en su tesis: Vulneración del derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva del deudor alimentario, en la acción de reducción de 
alimentos por aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil, tuvo como 
objetivo general determinar, si el requisito de acreditar encontrarse al día en el 
pago en la pensión de alimentos para la admisión de la demanda de reducción de 
pensión alimentaria previsto en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del deudor alimentario, 
utilizando en su metodología un enfoque inductivo - deductivo, asimismo el tipo de 
investigación hermenéutico-jurídico, analítico-sintético, aplicándose como 
instrumento, la técnica de acopio documental, fichaje e interpretación normativa. 
Concluyendo que el requisito de admisibilidad previsto en el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, no cumple con su finalidad de garantizar la ejecución de las  
sentencia de alimentos, siendo el mencionado requisito, no adecuado para la 
regulación del problema social que pretende afrontar. Es inadecuado que el 
legislador haya limitado el ejercicio del derecho a reducción de alimentos de 
deudor alimentario, reconocido en el artículo 482° del Código Civil, con un 
requisito procesal de admisibilidad impertinente, incurriendo en una contradicción 
respecto a la naturaleza jurídica del derecho de reducción de alimentos, siendo 
esta la disminución de las posibilidades del obligado, por lo que se le hace 
imposible cumplir con la obligación alimentaria. La presente investigación ha 
permitido confirmar su hipótesis, esto es, que el requisito de admisibilidad de la 
demanda de reducción de alimentos establecidos en el artículo 565-A del Código 
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Procesal Civil, es inconstitucional porque vulnera el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva al cumplimiento de un requisito impertinente. 
Por otro lado tenemos a Arévalo (2014), en su tesis: El requisito de procedencia 
en las pretensiones sobre reducción, variación, prorrateo y exoneración de 
alimentos, y la vulneración del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 
precisando como objetivo general determinar de qué manera el Art. 565°-A del 
Código Procesal Civil afecta el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en su 
primer nivel de acceso al Poder Judicial, en cuanto exige que el demandante 
(obligado alimentario), en las pretensiones sobre reducción, variación, prorrateo y 
exoneración de alimentos, se encuentre al día en el pago de las pensiones 
alimentarias, utilizando en su metodología un enfoque científico, inductivo – 
deductivo, analítico - sintético, asimismo el tipo de investigación utilizada es 
doctrinario, interpretativo y hermenéutico, aplicándose como instrumento, la 
técnica de recolección de documental, análisis bibliográfico, encuesta. 
Concluyendo que es importante estudiar y analizar la tutela jurisdiccional efectiva 
como un derecho fundamental –constitucional, puesto que, constituye un derecho 
elemental que tiene todo ciudadano en general, y es garantía máxima del debido 
proceso formal y sustancial y también de la administración de justicia. El artículo 
565°-A del C.P.C. vulnera flagrantemente sin lugar a duda, el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva en la modalidad de acceso a la justicia, toda vez que 
restringe el derecho de cualquier justiciable: deudor alimentista de acceder a la 
revisión de una sentencia que por su naturaleza misma no constituye cosa 
juzgada material, sino únicamente cosa juzgada formal. 
Por último, Cárdenas (2016) en su tesis: Inaplicación de la norma contenida en el 
artículo 565°-A del Código Procesal Civil para admitir una demanda sobre 
exoneración de Alimentos, precisando como objetivo general: Determinar cuando 
el Juez puede inaplicar la norma contenida en el artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil para admitir una demanda sobre exoneración de alimentos, 
utilizando el método científico, asimismo el tipo de investigación exegétito, 
sistemático, judicial, deductivo, inductivo, analítico, sintético, histórico y de 
comparación, aplicándose como instrumento la técnica de investigación 
documental o bibliográfica, análisis de contenido. Concluyó que la legislación 
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extranjera, se sobrepone el interés por un derecho justo antes que por un derecho 
formal; es así que gracias a la interpretación de las normas, aun cuando no se 
cumplieran con la totalidad de requisitos para la admisión de una demanda, no se 
niega la oportunidad de la tutela por parte del Estado y la defensa del derecho de 
acción de todas las partes en el afán de lograr resolver el problema de fondo. En 
la actualidad muchas personas no cuentan con el amparo del Estado, pues 
encuentran limitaciones al solicitar tutela jurisdiccional efectiva, al intentar hacer 
valer su derecho de acción, y se ven vulnerados y obligados a seguir otorgando 
una pensión de alimentos a costa de su propia subsistencia. 
1.3. Teorías relacionas al tema 
Capítulo I: Alimentos 
Definición y Alcances 
La definición de alimentos jurídicamente hablando, siempre ha marcado especial 
atención entre los tratadistas del Derecho Civil y muy en especial de quienes se 
ocupan del Derecho de Familia. 
Para Ossorio, Florit y Cabanellas de las Cuevas (2007, p. 103), los alimentos 
comprenden lo necesario para poder vivir adecuadamente, esta debe ser atendida 
en proporción a la condición económica del alimentante. 
Baqueiro y Buenrostro (como se citó en Hinostroza, 2008, p. 457), refieren que 
comúnmente las personas limitan el concepto de alimentos asociándolo 
únicamente a cualquier tipo de sustancia que sirve para alimentarse, sin embargo 
el concepto de alimentos jurídicamente hablando es más amplio, entendiéndola 
como una prestación en dinero o en especie que el alimentista puede solicitar al 
obligado alimentario.  
En suma, el principio que rige a este instituto jurídico es el de asistencia, en razón 
a la falta que tiene el ser humano de valerse por sí solo, hasta llegar a una edad 
cronológica en la que ya no deberá ser dependiente, sin embargo, existen 
situaciones de senectud, enfermedad, accidente, que hacen caer a estas 
personas en estado de necesidad, que deben ser cubiertas. 
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Así, cuando en el lenguaje jurídico utilizamos la palabra alimentos, designamos el 
contenido de un derecho y su correlativa obligación, que significan la satisfacción 
de las necesidades básicas de la persona, para asegurar su subsistencia. 
Nuestro Código Civil (1984), define a los alimentos en el artículo 472°, como lo 
que es indispensable para poder sustentarse, y desarrollarse intelectualmente, en 
proporción a la situación y posibilidades del obligado alimentario. 
El Código de Niños y Adolescentes (2000) en su artículo 92° considera a los 
alimentos como lo necesario para el sostenimiento, formación pedagógica, recreo 
del niño o del adolescente, también los gastos generados por el gestamiento de la 
madre desde la concepción hasta la etapa de postparto. 
La naturaleza jurídica del derecho y la obligación alimentaria, está divida, algunos 
autores consideran que es de carácter patrimonial (dinero o especie), sin embargo 
esta teoría es objetada pues si fuera patrimonial podría transferirse el derecho, o 
renunciar a él, característica que no se puede dar en los alimentos. 
Por otro lado, algunos autores consideran que este es un derecho personalísimo, 
en cuando es inherente a la persona, sin embargo esta teoría también es 
objetada, en cuanto los alimentos como derecho personal, tienen una valoracion 
económica y una concreción económica, lo que no sucede con los derechos 
personales (Aguilar, 2010, p. 398). 
Existe también una teoría mixta, recogida por Cornejo (como se cito en Aguilar, 
2010, p. 398), quien considera que el derecho alimentario tiene contenido 
económico y por ello tiene rasgos del derecho patrimonial, pero no del derecho 
patrimonial real pues goza de la caracteristica de ser erga omnes, mas sí un 
derecho patrimonial obligacional, imposibilitando su transferencia, pues nace con 
la persona y se extinge con ella, rasgos eminentemente de derecho personal. 
El fundamento del derecho alimentario, para la doctrina dominante se encuentra 
sostenida, en el derecho a la vida misma (Aguilar, 2002, p.19). 
Sin embargo, autores como Campana (2003, p. 6), refieren que este derecho 
asienta sus bases además en la sensibilidad humana y la solidaridad familiar. 
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Respecto a las caracteristicas del derecho alimentario, nuestra legislación, en el 
Código Civil (1984) artículo 487° establece que, el derecho de pedir alimentos es 
intrasmisible, irrenunciable, intransigible e incompensable. 
Pensión alimenticia 
Definición y Alcances 
La pensión alimenticia es la materialización concreta de los alimentos, su fin es 
fijar el quantum para poder lograr el mantenimiento y subsistencia, esto en aras 
de la tutela del interés superior de la pensión como bases de su dignidad y de una 
sociedad justa e equivalente Varsi (como se citó en Canales, 2013, p. 9). 
Asimismo, nuestro ordenamiento jurídico en el Código Civil (1984) artículo 484°, 
permite que el obligado pueda pedir que se le permita prestar alimentos en forma 
diferente del pago de una pensión cuando motivos especiales justifiquen esta 
medida.  
El Código Civil (1984), en el segundo párrafo del artículo 483°, establece 
expresamente que tratándose de alimentos fijados judicialmente, la pensión de 
alimentos deja de regir al llegar aquellos a la mayoría de edad, continuara solo si 
los hijos lo soliciten alegando: 
-  Subsistencia del estado de necesidad. 
- Estuviese siguiendo una profesión u oficio exitosamente. 
Criterios para fijar pensión alimentos 
El Código Civil (1984), en su artículo 481°,  regula los criterios para fijar la pensión 
de alimentos, por un lado el estado de necesidad del alimentista y por otro la 
capacidad económica del obligado alimentario, ambos necesarios para fijar 
parámetros y así poder determinar la cuantía de la pensión alimenticia. 
Estado de necesidad del alimentista 
La regla general que funda el derecho alimentario, es la necesidad del sustento y 
el derecho a la vida. 
El estado de necesidad puede ser definido como aquella situación en que se 
encuentra una persona a la cual le resulta imposible proveer a su propia 
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subsistencia y satisfacer sus más elementales necesidades no solo por carecer 
de medios propios sino también por la imposibilidad de procurárselos él mismo 
Ferri (como se citó en el Código Civil Comentado, 2011, p. 481). 
Entonces queda claro que el estado de  necesidad no equivale al estado de 
indigencia, como generalmente suele pensarse, en efecto la necesidad de cada 
alimentista debe apreciarse teniendo en cuenta las posibilidades económicas del 
alimentante, siendo el juez quien deberá determinar la pensión alimenticia acorde 
con la realidad, sin que pueda establecerse un modelo uniforme para todo los 
casos.  
Capacidad económica del obligado 
Se entiende que el obligado tiene el deber de prestar obligación alimentaria, 
dentro de sus posibilidades económicas y sin llegar al sacrificio de su propia 
existencia (Peralta, 2008, p. 581). 
Es decir para poder determinar la capacidad económica del deudor alimentario, 
los operadores de justicia tendrán en cuenta las circunstancias en la que vive; 
esto es, no solamente sus cargas familiares o sus deudas, sino también su activo, 
es decir, donde vive el tipo de automóvil que usa (si lo tiene), su forma de vivir, los 
lugares que frecuenta, su posición social, sus actividades, etcétera. (Campana, 
2003, p. 100). 
También puede comprobarse con constancias de boleta de pagos, títulos de 
propiedad, reporte de viajes, o cualquier otro medio de prueba legalmente 
admisible, siempre que sea útil, pertinente e idóneo a los fines probatorios. Es 
decir debe analizarse la integralidad de los ingresos del alimentante.  
Cabe resaltar que el Código Civil (1984) artículo 481° prescribe que no es 
imperioso tener que investigar extremadamente los ingresos del que debe prestar 
los alimentos. 
Asimismo, el Código Procesal Civil (1984) en su artículo 648° inciso 6 prescribe, 
que se puede embargar hasta el 60% del total de los ingresos, con la sola 
deducción de los descuentos establecidos por la ley. 
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Queda claro que se privilegia el interés superior del niño, reconociéndole el 
derecho de pedir alimentos hasta por más de la mitad de los ingresos del 
obligado, no obstante ello, no deja en situación de necesidad al mismo ya que le 
reserva hasta el 40% de sus ingresos. 
Proporcionalidad en su fijación  
Este presupuesto corresponde a un tema de equidad, de equilibrio y justicia.  
Los alimentos son otorgados por una cuestión ad necessitatem. El alimentista es 
quien necesita, no quien exige participar, tal cual accionista, en las utilidades o 
nuevos ingresos del alimentante (Varsi, 2012, p. 422). 
De todo lo precisado anteriormente, puede extraer la siguiente ecuación según 
Varsi (2012, p. 422). 
 
 
Estos cuatro presupuestos se encuentran taxativamente reconocidos en el Código 
Civil (1984), artículo 481°. 
Como se sabe, cuando una norma legal impone una obligacion alimentaria, esta 
se regula sobre la base de la necesidad del solicitante y en función de las 
posibilidades económicas del que debe satisfacerla, ya que los alimentos no 
podrán exigirse en desmedro de las propias necesidades del obligado a prestarlos 
comprometiendo su propia subsistencia.  
La variabilidad como característica de la pensión alimenticia 
La pensión alimenticia puede permanecer inmodificada durante tiempo 
indeterminado o ser objeto de variaciones. Es una posición unánime en la doctrina 
que en esta materia no hay cosa juzgada, por lo tanto, el hecho de que por 
sentencia se haya fijado el monto de la prestación no impide que otra sentencia lo 
modifique. Ello ocurrirá cuando haya variado las necesidades del alimentista y/o 
las posibilidades del alimentante Cornejo (como se citó en Aguilar et al., 2016, p. 
477). 
 Alimentos =  vinculo + necesidad + posibilidad 
                                                Proporcionalidad 
       
21 
 
La modificación puede dirigirse mediante proceso de reducción, aumento, 
extinción, exoneración o cambio en la forma de prestar alimentos, esto se justifica 
plenamente porque los alimentos constitutivos que sirven de base para fijar la 
pensión alimenticia fluctúan con el correr del tiempo.  
Siendo así, la pensión alimenticia se mantendrá inalterable sólo si tambien se 
mantiene inalterable los presupuestos de hecho y de derecho que sirvieron al 
juzgador como base para dictar sentencia (Campana, 2003, p. 92). 
Reducción de Alimentos 
Definición 
La acción de reducción de alimentos, es la  facultad que tiene el alimentante de 
solicitar ante el Juez que se reduzca el monto de la pensión que fue establecida  
en un proceso judicial o conciliación extrajudicial, cuando hayan variado los 
presupuesto de hecho que se tuvieron en cuenta en la oportunidad de fijar la 
cuota alimentaria originaria (Aguilar et al, 2016, p. 478). 
El Código Civil (1984) en el artículo 482°, prescribe el reajuste de la pensión 
alimenticia, estableciendo así que la pensión alimenticia se aumenta o se 
disminuye según el incremento o la reducción que experimente las necesidades 
del alimentista y las posibilidades del alimentante. 
Lino Palacio (como se citó en Hinostroza, 2008, p.491), opina que la reducción de 
la cuota procede, en primer lugar, cuando se haya comprobado la disminución del 
patrimonio, de su capacidad laboral, o bien cuando se acredita la existencia de 
erogaciones que gravitan negativamente en sus posibilidades económicas.  
Debe así mismo prosperar la pretensión en la hipótesis de probarse que la 
pensión fijada, a raíz de circunstancias sobrevinientes, excede las necesidades 
del alimentado Lino Palacio (como se citó en Hinostroza, 2008, p.491). 
Beltrán y Onis (citado en el Código Civil Comentado, 2011, p. 482), señalan que la 
prestación de alimentos es una obligación de tracto sucesivo o de cumplimiento 
periódico.  
       
22 
 
En otras palabras, dada su especial naturaleza la pensión alimenticia puede estar 
sujeta a variaciones en el transcurso de su vigencia al modificarse las situaciones 
fácticas por las cuáles se había fijado, pudiendo dar lugar al inicio de la demanda 
de reducción de pensión alimenticia. 
Es un principio universalmente aceptado que no existe cosa juzgada en materia 
de pensiones alimenticias, es decir tienen validez esencialmente provisional en 
razón a los elementos que se toman en cuenta para fijar la pensión alimenticia, 
tales como las necesidades del alimentista y las posibilidades del alimentante, 
fluctúan con el correr del tiempo. 
Presupuestos 
El Código Civil (1984), artículo 482° establece la posibilidad de reajustar la 
pensión alimenticia originaria, teniendo expedita la facultad de solicitar la 
reducción de la misma cuando: 
- Se reduce las necesidades el alimentista. 
- Se reducen las posibilidades económicas del alimentante. 
Pese a que la reducción de la pensión alimenticia deberá ser materia de un nuevo 
proceso, el artículo 482° del Código Civil constituye una innovación de especial 
importancia, que busca evitar recurrir a un nuevo proceso judicial, sustentándose 
en los principios de economía procesal. 
Fundamentos del derecho a la reducción de alimentos 
Por ser el proceso de alimentos una relación jurídica procesal sui generis en la 
que se ventilan intereses de solidaridad humana, se contempla la posibilidad de 
que emitido el fallo varíen algunas circunstancias previstas en la ley y surjan otras 
conjeturas que permitan el acceso de las partes al proceso terminado (Arévalo, 
2014, p. 38). 
El artículo 482° del Código Civil (1984), estipula algunas circunstancias en la que 
puede variar los alimentos. 
Definitivamente la pensión alimenticia puede reajustarse, en razón a que los 
supuestos de hechos que se encontraban presentes en la fijación de la cuota 
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alimentaria originaria pueden variar, según el aumento o disminución que 
experimenta las necesidades del alimentista y las posibilidades del alimentante. 
Por lo anteriormente expuesto, se fundamenta el derecho a la reducción de 
pensión alimenticia, ya que las posibilidades económicas del alimentante son de 
carácter circunstancial y variable, pudiendo el alimentante ver reducido sus 
ingresos económicos, lo que se hace imposible poder seguir cumpliendo con la 
pensión de alimentos fijada, ya sea por aumento de la carga familiar, salud, edad, 
despido, cambio de centro laboral donde percibe menos ingresos económicos o 
diferentes circunstancias que ponen en peligro su propia subsistencia. 
Presupuesto para amparar el proceso de Reducción de Alimentos 
Debe tenerse presente que para que un Juez ampare un proceso de reducción de 
pensión alimenticia, se debe acreditar la alteración sustancial de las 
circunstancias que se encontraban presentes en la fijación de la pensión 
alimenticia, de forma que el mantenimiento de la situación inicial suponga la 
producción de un perjuicio importante al obligado alimentario. 
De igual forma que el cambio de estas circunstancias sea permanente o al menos 
no obedezca a una situación de carácter transitorio, además que se trate de 
circunstancias, sobrevenidas ajenas a la voluntad del alimentante, en otras 
palabras que esta disminución tenga relevancia legal para justificar la reducción 
de pensión alimenticia. 
En definitiva, supone realizar un juicio comparativo entre las circunstancias que 
existían en el momento de la fijación de la pensión alimentaria y las que existen 
en el momento de la solicitud de reducción de pensión alimenticia, 
correspondiendo al solicitante probar los nuevos hechos. 
Existen varios supuestos por los cuales debe ampararse una demanda de 
reducción en la pensión alimenticia, como: 
- El nacimiento de nuevos hijos del obligado a prestar los alimentos, que 
requieren una similar protección que el alimentista que contaba con un 
pensión previamente fijada. 
       
24 
 
- El acaecimiento de una enfermedad grave (cáncer, diabetes, 
tuberculosis, etcétera) generando una merma en el estatus económico 
del obligado, pues acarrea mayores gastos, además muchas veces por 
el sufrimiento de la misma no pueden seguir realizando las mismas 
actividades laborales y por ende solicitan la reducción de la pensión 
alimenticia.  
- Reducción de sueldo, muchas veces generado por la mala situación 
económica que pasa la empresa donde labora el obligado alimentario  o 
por la crisis económica que sufre el país.  
- El cumplimiento de una avanzada edad cronológica, que no le permite al 
obligado alimentario seguir realizando la misma actividad laboral con la 
cual se le determino el pago de la pensión, realizando actividades 
laborales que generan un menor ingreso económico.  
- Pase a situación de jubilado, cuando el progenitor obligado al pago de 
alimentos cesa definitivamente en su actividad laboral y pasa a situación 
de jubilado, la pensión de jubilación sustituye al sueldo que hasta ahora 
venía percibiendo y en la mayoría de los casos se producirá una 
reducción en los ingresos y si esta reducción de los ingresos es 
importante podría dar lugar a la correspondiente modificación de 
medidas. 
- Situación de incapacidad laboral del obligado, generando un importante 
obstáculo para la obtención de ingresos y dependiendo del grado de la 
misma puede conllevar una drástica reducción de esa capacidad 
económica. 
 
Procedimiento Judicial de Reducción de Alimentos 
Competencia  
El trámite se inicia con la presentación de la demanda de reducción de alimentos 
ante el Juzgado de Paz Letrado que tuvo a su cargo el proceso de pensión de 
alimentos original. 
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Vía procedimental 
La vía procedimental en la que se desarrolla el proceso de reducción de alimentos 
es la Vía Sumarísima. 
Legitimación 
Legitimado activo.- El obligado a dar la pensión de alimentos. 
Legitimado pasivo.- El alimentista. 
Sentencia y efectos 
De ampararse la demanda de Reducción de Alimentos, sus efectos surtirán desde 
el momento que se dicte, no desde que se fijó la pensión alimenticia originaria. 
Artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de Reducción de 
Alimentos 
Antecedentes y Alcances 
El proyecto de Ley N° 1750/2007-CR fue recibido por el Congreso de la República 
el 18 de Octubre de 2007, suscrita por la Señora Congresista Luis María Cuculiza 
Torre, Carlos Raffo Arce, Santiago Fujimori Fujimori, Oswaldo de la Cruz 
Vásquez, Martha Moyano Delgado, Víctor Souza Huanambai, Keiko Fujimori 
Higuchi, Rolando Reategui Flores y Martha Hildebrandt Perez-Trevino integrantes 
del Grupo Parlamentario “Fujimoristas”, que pretendía incorporar el artículo 565°-
A al Código Procesal Civil, esto es que el demandante acredite encontrarse al día 
en el pago de las obligaciones alimentarias, como requisito especial de 
admisibilidad de la demanda de reducción, variación, prorrateo exoneración o 
extinción de la pensión alimentaria. 
Conforme a los registros consignados en el Departamento de Trámite 
Documentario del Congreso de la República, el referido Proyecto de Ley no 
registra antecedentes de iniciativa legislativa anterior, que pretendan modificar o 
incorporar un párrafo al artículo 565° del Código Procesal Civil, similar al referido 
requisito que es materia de investigación (Dictamen de la Comisión de Justicia y 
Derechos Humanos, 2009, p. 2). 
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El presente Proyecto de Ley, fue dictaminado favorable por la Comisión de la 
Mujer y Desarrollo Social, quien solicitó opinión técnica legal sobre la propuesta 
de Ley a los distintos sectores, mereciendo resaltar la opinión del Ministerio 
Público (como se citó en el Dictamen de la Comisión de Justicia y Derechos 
Humanos, 2009, p. 2) quien considera que el mismo debe ser materia de mayor 
análisis ya que se limitaría el derecho de acción, el cual en materia procesal civil 
no admite limitación ni restricción para su ejercicio, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 3° del Código Procesal Civil. 
A pesar de lo referido anteriormente el 23 de diciembre del 2009 se promulgo la 
Ley N° 29486 (Proyecto de Ley N° 1750/2007-CR), la misma que incorporó el 
artículo 565°-A al Código Civil, prescribiendo como requisito especial para la 
admisión de la demanda de reducción, variación, prorrateo o exoneración de la 
persona alimenticia, acreditar estar al día en el pago de la pensión alimentaria. 
Se entiende que en estos procesos existe una sentencia de pensión de alimentos, 
donde se ha fijado un monto que debe otorgarse a favor del alimentista. 
Cabe precisar que países vecinos como Chile, Costa Rica y España, no se 
encuentra establecido el requisito de acreditar encontrarse al día en el pago de 
las pensiones alimenticias para la admisión de la demanda de reducción de 
pensión alimenticia, solo que hayan variado las circunstancias de quien las da o 
quien las recibe. 
Finalidad  
En el proyecto de Ley N° 1750/2007-CR, en la exposición de motivos precisó que 
la incorporación del artículo 565°-A al Código Civil, tiene por finalidad reforzar los 
mecanismos procesales a efectos de garantizar la ejecución de las sentencias 
que fijan alimentos, derecho que por su naturaleza tiene carácter impostergable. 
Arévalo (2014, p. 74), refiere que a pesar de la exigencia del artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, está no contribuye a resolver los conflictos jurídicos 
derivados del incumplimiento de una obligación alimentaria. 
Sin embargo en nuestra legislación existen otros mecanismos de la ejecución de 
las sentencias de alimentos como: 1) Garantía 2) Embargo, 3) Proceso de 
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Omisión a la Asistencia Familiar y 4) El Registro de deudor alimentario moroso, 
desarrollados más adelante, sin tener que limitar el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva del deudor alimentario. 
Razonamiento de inconstitucionalidad 
El artículo 565°-A del Código Procesal Civil, señala que uno de los requisitos 
formales para admitir una demanda de reducción de alimentos, es estar al día en 
el pago de la pensión alimenticia, de no ser así, la demanda es declarada 
inadmisible, sin que el Juez pueda conocer y valorar las razones por las cuales el 
deudor alimentario solicita la reducción de la pensión alimenticia. 
El requisito de procedibilidad de la demanda de reducción de alimentos, ha sido 
merecedor de distintas opiniones de doctrinarios, de igual forma ha sido materia 
de análisis de diversos Plenos Jurisdiccionales, los cuales consideran que el 
presente requisito, vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Mereciendo así un análisis para verificar si el requisito contenido en el artículo 
565°-A  del Código Procesal Civil, constituye o no una vulneración para el leal 
ejercicio del derecho de acción que tiene el deudor alimentario. 
En razón a ello, es merecido resaltar que el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva es un atributo subjetivo que comprende una serie de derechos, entre los 
que destacan el acceso a la justicia, es decir, el derecho de cualquier persona de 
promover la actividad jurisdiccional del Estado, sin que se obstruya, impida o 
disuada irrazonablemente el derecho de acción. 
Si bien es cierto los requisitos procesales o las condiciones legales que se 
puedan establecer a fin de ejercer el derecho de acción, constituyen, prima facie, 
límites al derecho de acceso a la justicia, para que estos sean válidos es preciso 
que respeten su contenido esencial, evidentemente no están comprendidos en 
esos límites justificados por el ordenamiento aquellos requisitos procesales que 
en pretexto limitan el derecho de acceso a la justicia, introduciendo vías o 
mecanismos que impiden, obstaculizan o disuaden, irrazonablemente y 
desproporcionalmente el acceso al órgano judicial. 
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Además que el Código Procesal Civil (1984) artículo 3° establece que el derecho 
de acción en materia procesal civil no admite limitación ni restricción para su 
ejercicio. 
Siendo entonces que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil al exigir como 
requisito especial para la admisión de la demanda de Reducción de Alimentos, 
acreditar estar al día en el pago de la pensión alimenticia, configura una desleal 
restricción al derecho de Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario. 
Configurando el desamparo legal a aquellos deudores alimentarios que solicitan la 
reducción de la pensión alimenticia, al ser impedidos de acceder a órganos 
jurisdiccionales, en razón a que no pueden cumplir con el requisito interpuesto en 
el artículo 565°A del Código Procesal Civil, declarando la inadmisibilidad de su 
demanda. 
Cabe añadir además, que las sentencias que fijan pensión de alimentos no 
adquieren la autoridad de cosa juzgada formal solo la autoridad la autoridad de 
cosa juzgada material, en razón a que las circunstancias tomadas en cuenta para 
fijar la pensión alimenticia fluctúan con el transcurrir del tiempo, siendo entonces 
que el artículo 565°- A del Código Procesal Civil al condicionar la admisibilidad de 
la demanda de Reducción de Alimentos, a acreditar estar al día en el pago de las 
pensiones alimenticias contraviene con la naturaleza jurídica del derecho 
alimentario.  
Es menester hacer alusión que en virtud al resguardo del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, nuestros jueces utilizando su amplia facultad discrecional y 
de dirección del proceso que la ley les otorga, y en merito a un test de 
ponderación y de control de constitucionalidad pueden muy bien aliviar en alguna 
manera el problema planteado y con ello evitar incurrir en el ejercicio abusivo del 
derecho (prohibición contenida en el artículo II del Título Preliminar del CC). 
Mecanismos para ejecutar las sentencias judiciales de  alimentos 
Nuestros legisladores otorgan al derecho alimentario una serie de presupuestos 
que van desde las provisiones civiles, hasta la protecciones de orden penal. 
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Garantía 
El Código Procesal Civil (1984) en el artículo 572°, prescribe que mientras esté 
vigente la sentencia que dispone el pago de alimentos, es exigible al obligado la 
constitución de garantía suficiente, a criterio del Juez.  
Con respeto a la garantía suficiente se habla de los Derechos Reales y en 
esencia la Hipoteca y Derecho de Retención (Campana, 2002, p.248) 
En cuanto a la Hipoteca, se tendrá en cuenta que el obligado tenga bienes libres 
en que se pueda constituir dicha medida cautelar, en el caso que existiesen 
dichos bienes, deberá inscribirse en la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos (Campana, 2002, p.249). 
Embargo 
El Código Procesal Civil (1984) artículo 648° numeral 5° párrafo 2° prescribe, que 
cuando se trate de garantizar obligaciones alimenticias, el embargo procederá 
hasta en el 60% del total de los ingresos con la sola deducción de los descuentos 
establecidos por ley.  
Proceso de omisión a la asistencia familiar 
El ilícito penal de incumplimiento de las obligaciones asistenciales, se encuentra 
previsto y penado en el Código Penal (1995) artículo 149°. 
Nuestra jurisprudencia penal Superior, emanada de la Sala de Apelaciones para 
procesos Sumarios con Reos Libres, ha resuelto que el comportamiento en el 
ilícito instruido consiste en omitir el cumplimiento de la obligación establecida por 
una resolución judicial. (Campana, 2013, p. 254). 
Es decir, basta con dejar de cumplir con el pago de la pensión alimenticia para 
configurar este ilícito penal. 
Registro del deudor alimentario moroso 
La creación de este registro, constituye un avance en la protección de los 
derechos fundamentales a la vida, al bienestar y desarrollo armónico, 
especialmente a la niñez.  
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A través de la creación del Registro de deudor alimentario moroso el Estado 
impone cierto grado de responsabilidad respecto del cumplimiento de las 
obligaciones alimentarias, registrando de forma pública a los obligados 
alimentarios que incumplan su obligación, registrando deuda acumulada con la 
consecuencia de que podrían verse limitados en la obtención de créditos y 
afectados en su patrimonio para el pago forzado de lo adecuado, además exponer 
públicamente en condición de deudor. 
Este registro apela a una “exposición moral” del deudor para conminarlo a cumplir 
con los derechos de los alimentistas. La finalidad que se persigue con este tipo de 
mecanismos es que ante el incumplimiento del deber alimentario, coaccionar a los 
deudores para que cumplan con su obligación. 
Capítulo II: Tutela Jurisdiccional Efectiva 
Cuestiones Preliminares 
El derecho ha experimentado una evolución con respecto a la solución de 
conflictos jurídicos, desapareciendo así  la posibilidad de la autotutela o 
autodefensa “justicia por mano propia”, actualmente un estado constitucional, 
admite la autocomposición y la heterocomposición como mecanismos válidos 
para solucionar conflictos jurídicos.  
Sin embargo, pese a la modernidad de los órganos procesales, el servicio de 
justicia todavía no goza de aceptación social mayoritaria, lo que nos lleva a 
concluir que es necesario continuar con la búsqueda, creación y regulación legal 
de nuevas herramientas procesales que coadyuven a mejorar el servicio, y 
esencialmente sirvan para dar tutela efectiva a los ciudadanos. 
Definición y Alcances 
El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, es aquel derecho que tiene toda 
persona de acceder a los tribunales para solicitar el amparo de su derecho de 
acción o contradicción con respeto a un debido proceso Martel (2002, p.28). 
El calificativo de efectiva que se le añade una connotación de realidad, a la tutela 
jurisdiccional, llenando de contenido de la tutela jurisdiccional (Martel, 2016, pg. 
20). 
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Regulada en nuestro ordenamiento jurídico, en la Constitución Política (1993) en 
su artículo 139° inciso 3, en el Título Preliminar del Código Procesal Civil (1984) 
artículo I y en el Código Procesal Constitucional (2004) artículo 4°. 
Para Gonzáles (como se citó en el Tribunal Constitucional, 2009, p. 244) la tutela 
jurisdiccional efectiva, es el derecho de toda persona a que se le haga justicia, a 
que cuando pretenda algo de la otra, esta pretensión sea atendida por un órgano 
jurisdiccional, a través de un proceso con las debidas garantías.  
Asimismo el Tribunal Constitucional (2009, p. 244) ha definido el derecho a la 
tutela jurisdiccional, como el derecho público subjetivo que toda persona tiene 
para acceder a tribunales independientes e imparciales, con el fin de plantear una 
pretensión o defenderse de ella, a través de un proceso equitativo y razonable, en 
el que se respeten los derechos que corresponden a las partes, así como para 
que dichos tribunales emitan una decisión jurisdiccional motivada sobre la 
pretensión o la defensa y en su oportunidad ejecutar esa resolución. 
En este sentido, se puede afirmar que las instituciones que por mandato expreso 
de la Constitución ejercen función jurisdiccional se encuentran en la obligación de 
respetar el ejercicio del derecho de los particulares, a la tutela jurisdiccional 
efectiva, a fin de puedan acudir ante ellas, en busca de tutelar las situaciones 
jurídicas de las cuales alegan ser titulares respetando una serie de garantías 
mínimas. 
Cabe resaltar que, el presente derecho se manifiesta procesalmente de dos 
maneras, el derecho de acción y el derecho de contradicción (Martel, 2016, pg. 
22). 
La tutela jurisdiccional efectiva tiende sus efectos en tres momentos distintos, 
primero el acceso a la justicia para evitar que se obstaculice el acceso a los 
órganos jurisdiccionales y que se excluya el conocimiento de las pretensiones en 
razón a su fundamento, segundo una vez logrado el acceso a la justicia se pueda 
asegurar que ante los tribunales se siga un proceso que permita la defensa 
efectiva de los derechos y obtener una solución en un plazo razonable, y tercero 
una vez dictada la sentencia se pueda ejecutar plenamente ésta. (Tribunal 
Constitucional, 2009, 244). 
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Monroy (1996, p. 245), refiere que la tutela jurisdiccional efectiva, se ubica en dos 
momentos; antes del proceso, puesto que el Estado debe prever a la sociedad de 
los presupuesto materiales o jurídicos indispensables para solventar un proceso 
judicial en condiciones satisfactorias, y durante el proceso, verificar todo el 
proceso; acceso, debido proceso, sentencia de fondo, doble grado y ejecución de 
sentencia.  
Naturaleza 
En cuanto a su naturaleza, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es de 
carácter público y subjetivo, por cuanto toda persona (natural o jurídica), por el 
solo hecho de serlo, tiene la facultad de dirigirse al Estado, a través de sus 
órganos jurisdiccionales y exigirle la tutela jurídica plena de sus intereses (Martel, 
2016, pg. 22). 
Sujetos 
Sujeto activo: Toda persona (persona natural, jurídica de derecho público y 
privado, capaz, incapaz, concebido, organizaciones, el Estado) titular del derecho 
a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Asimismo, no solo se considera como sujeto activo al accionante de una 
pretensión, sino también contra quien va dirigida, incluso a terceros que solicitan 
intervenir en el proceso. 
Sujeto Pasivo.- El Estado, hacia quien se dirige el ejercicio del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, a fin de lograr la solución de sus conflictos e incertidumbre 
jurídica, a través de una sentencia fundada en derecho, procurando crear 
mecanismos jurídicos idóneos.  
Contenido 
Guevara (2007, p.39) sostiene que actualmente el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva comprende los siguientes derechos:   
Acceso a la justicia.- La posibilidad de acceder a los órganos jurisdiccionales, ya 
sea como demandante o demandado, con el propósito de que se reconozca un 
interés legítimo.  
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El derecho a un proceso con todas las garantías mínimas.- Que sería 
precisamente el derecho al debido proceso.  
Sentencia de fondo.- Los jueces deben dictar por regla general una sentencia 
sobre el fondo del asunto materia del petitorio para solucionar el conflicto de 
intereses o eliminar la incertidumbre; empero, en el caso de no poder 
pronunciarse sobre el fondo porque no concurren los presupuestos procesales y 
las condiciones de la acción, se dictara una resolución fundada en derecho. 
Doble instancia.- Es la posibilidad que tienen las partes de impugnar la sentencia 
que consideren contraria a derecho, con el propósito de que sea exhaustivamente 
revisada por el superior jerárquico y de ser el caso, se expida una nueva 
sentencia. 
Ejecución: Es el derecho a solicitar y obtener el cumplimiento material efectivo de 
la sentencia definitiva, pues resulta insuficiente la declaración de que la 
pretensión es fundada o infundada. 
De lo anteriormente acotado, se puede apreciar que el contenido de la tutela 
jurisdiccional, está integrada por tres derechos fundamentales: acceso a la 
jurisdicción, debido proceso y la eficacia de la sentencia. 
El derecho de acceso a los órganos jurisdiccionales 
El acceso a los órganos jurisdiccionales, es uno de los derechos fundamentales 
más importantes, pues su exigibilidad y realización depende de la posibilidad de 
que todos los demás derechos sean recurridos antes el Poder Judicial, el Tribunal 
Constitucional y ante los tribunales internaciones. 
El derecho de acceso a la justicia, no se limita a consignar la posibilidad 
meramente formal de acudir ante los tribunales para formular pretensiones o 
defenderse de ellas, sino que implica, además, el deber del Estado de remover 
todos aquellos obstáculos materiales que impidan o dificulten el acceso efectivo 
de las personas a los tribunales (Tribunal Constitucional, 2009, p. 246). 
Se trata del momento inicial del ejercicio del derecho, del que dependen todos los 
momentos ulteriores, este es el momento en el que la protección del derecho 
tiene que ser más fuerte, protección que se traduce en la imposición a los jueces 
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y tribunales de interpretar con amplitud las fórmulas que las leyes procesales 
utilicen, por consiguiente, el rechazo de la acción basado en una interpretación 
restrictiva de las condiciones establecidas para su ejercicio, generaría la 
vulneración del derecho a la tutela jurisdiccional. 
Gaceta Jurídica (2008, p. 25) sostiene que  el establecimiento de cualquier 
requisito que impide poder iniciar un proceso judicial importa una limitación al 
derecho de acceso a la justicia. 
El debido proceso  
El debido proceso conocido también como “juicio justo” o “principio regular” es 
una garantía y derecho fundamental de todos los justiciables, que les permite una 
vez ejercitado el derecho de acción, el poder acceder a un proceso que reúna los 
requisitos mínimos que lleven a la autoridad encargada a resolverlo, a 
pronunciarse de manera justa, equilibrada e imparcial De Bernandis (como se citó 
en Chanamé, 2011, p.204). 
Puede decirse que el debido proceso es una garantía procesal, en la cual le da al 
individuo el derecho de ser juzgado con el debido respeto de sus derechos y 
cumpliendo con los principios constitucionales, permitiendo tener seguridad de los 
resultados del proceso y sobre todo aseguran la equidad y rectitud del mismo. 
Dicho derecho comprende, a su vez distintos derechos fundamentales de orden 
procesal. En efecto, su contenido constitucionalmente protegido comprende una 
serie de garantías, formales (el procedimiento preestablecido, el derecho de 
defensa, la motivación) y materiales (relacionado a los estándares de 
razonabilidad y proporcionalidad que toda decisión judicial debe de comportar), 
ambos de distinta naturaleza y que en conjunto garantizan que el procedimiento o 
proceso en el cual se encuentre inmerso una persona, se realice y culmine con 
respeto y protección de los derechos comprendidos en esta (Landa, 2009. p. 273). 
De lo anteriormente señalado, cabe entender que el derecho fundamental al 
debido proceso, no debe ser entendido únicamente desde una dimensión adjetiva, 
es decir solo cumpliendo las garantías procesales formales, si no también 
teniendo en cuenta la dimensión sustantiva, que protege los derechos 
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fundamentales frente a las leyes y actos arbitrarios proveniente de cualquier 
autoridad o un particular. 
El presente derecho se encuentra reconocido en nuestro ordenamiento jurídico, 
en el artículo 139° de la Constitución Política  del Perú (1993). 
Eficacia de la sentencia 
Pero el derecho a la tutela jurisdiccional no queda plenamente satisfecho si se 
limita a garantizar el acceso a los órganos jurisdiccionales, a través de un debido 
proceso, pues si la tutela jurisdiccional efectiva llegara sólo hasta la sentencia, el 
derecho declarado en ella sería una simple promesa para la parte a la que se 
concedió la razón y una mera recomendación para la otra parte, carente de 
eficacia jurídica. 
Para satisfacer el derecho a la tutela jurisdiccional, es preciso que las leyes 
procesales establezcan medios adecuados para que la parte que obtuvo 
sentencia estimatoria pueda lograr que se ejecute efectivamente ésta. (Tribunal 
Constitucional, 2009, p.248). 
El derecho a que se ejecute lo juzgado impone al legislador el deber de prever en 
las leyes procesales tanto procedimientos eficaces para lograr la plena ejecución 
de las sentencias y demás resoluciones emitidas por el Juez, cuanto las medidas 
cautelares necesarias para asegurar durante el proceso las condiciones que 
permitan hacer efectiva, en su oportunidad, la ejecución de la sentencia que 
llegue a pronunciarse. 
La tutela jurisdiccional efectiva como derecho fundamental 
El derecho peruano ha experimentado una evolución de la tutela jurisdiccional en 
los últimos veinte años, dejando atrás la discusión sobre si esta era o no un 
derecho fundamental o simplemente una garantía procesal que contenía 
elementos importantes para el desarrollo del proceso Bustamante (como se citó 
en Bustamante, Chamorro, Guilherme y Priori, s.f., p. 1). 
Actualmente esta discusión se superó, reconociendo así el carácter de derecho 
fundamental a la tutela jurisdiccional, siendo contemplada en la Constitución 
Política del Perú (1993) artículo 139° inciso 3. 
       
36 
 
Resulta fundamental que el ciudadano logre aquellos fines por ser inherentes a su 
personalidad, y por lo tanto, siendo que la tutela jurisdiccional efectiva propende 
ello, es que ahí radica su particularidad de derecho fundamental. 
Manifestaciones procesales del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva 
La tutela jurisdiccional efectiva se materializa en el proceso a través del derecho 
de acción y el derecho de contradicción. 
Acción  
El derecho de acción es aquel derecho de naturaleza constitucional, inherente a 
todo sujeto, en cuanto es expresión esencial de éste que lo faculta a exigir al 
Estado tutela jurisdiccional para un caso concreto Monroy (como se citó en 
Benites y Lujan, 2015, p. 132). 
Para Carnelutti (como se citó en Montoya, 2013, p. 34), la acción constituye un 
derecho autónomo y anterior al proceso, pero un derecho subjetivo procesal 
abstracto, porque no persigue la sentencia favorable, sino que hay un proceso en 
el cual se resuelva las pretensiones del demandante. 
La acción se materializa con la presentación de una demanda o de una denuncia, 
que viene a ser el primer acto procesal del proceso postulado por el titular de la 
acción (Martel, 2016, p. 12). 
Cabe precisar, que el Código Procesal Civil (1984) artículo 3° establece que los 
derechos de acción en materia procesal civil no admite limitación ni restricción 
para su ejercicio. 
Contradicción  
Echandía (como se citó en la Universidad Católica de Colombia, p.88), define el 
derecho de contradicción, como aquel derecho de obtener una decisión justa del 
litigio que se le plantea al demandado o acerca de la imputación que se le sigue al 
procesado, mediante la sentencia que debe dictarse en ese proceso, luego de 
tener la oportunidad de ser oído en igualdad de circunstancias, para defenderse, 
alegar, probar e interponer recursos que la ley consagre. 
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Pérez (como se citó en Benites y Lujan, 2014, p. 135) afirma, que la defensa no 
será posible si los afectados por las sentencia que pone fin al proceso no 
comparecen, por no haber tenido conocimiento del mismo. 
De aquí que se constituye como garantía esencial la notificación a los acusados, 
demandados o titulares de derecho e intereses legítimos que pudieran resultar 
afectados por la sentencia de la existencia del proceso, a fin de que puedan 
comparecer. 
El derecho de contradicción se expresa también en la necesidad de que el 
demandado tenga el derecho de presentar alegatos y medios probatorios 
destinados a sustentar sus posiciones. 
Principio pro actione y la tutela jurisdiccional efectiva 
Los principios procesales según Castillo (2005, p. 10) “son principios jurídicos 
normativos en el sentido de que no son meras declaraciones de intenciones del 
legislador, sino que son realidades jurídicas plenamente vigentes y deben ser 
invocados y aplicados en el devenir de todo proceso concreto”. 
En razón a la importancia que merece el objeto de los procesos constitucionales 
(derechos constitucionales, vigencia efectiva del ordenamiento constitucional), 
nuestro ordenamiento jurídico recoge al principio pro actione también llamado 
principio favor processum, en el artículo III Código Procesal Constitucional (2004), 
el cual estipula que de existir duda respecto de si el proceso constitucional debe 
declararse concluido o no, el Juez, Sala o el mismo Tribunal Constitucional, debe 
inclinarse por la continuación del proceso, de igual forma el artículo 45° del 
Código Procesal Constitucional (2004), establece que en caso de duda, se 
preferirá dar trámite a la demanda de amparo. 
Al presente principio se le considera como una pauta interpretativa de naturaleza 
procesal.  
Dentro del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva se encuentra inmerso el 
principio pro actione, el cual se manifiesta fundamentalmente en dos vertientes: el 
derecho de acceso a la justicia, cuyos requisitos no deben ser interpretados de 
       
38 
 
manera restrictiva y limitando a que la ley no establezca requisitos que hagan muy 
difícil o imposible el acceso a los órganos jurisdiccionales (Arévalo, 2014, p. 56). 
El principio pro actione o principio favor processum, impone a los jueces la 
exigencia de interpretar los presupuestos procesales en el sentido más favorable 
a la plena efectividad del derecho a obtener una resolución válida sobre el fondo, 
con la cual ante la duda, de la decisión debe dirigirse ante la continuación del 
proceso y no por su extinción (Tribunal Constitucional, expediente Nº 1049-2003-
AA/TC). 
Buscando así que los requisitos formales se interpreten y apliquen de modo 
flexible y de que a su cumplimiento no se anuden consecuencias 
desproporcionadas o excesivamente gravosas. 
Según Rioja (2013) este principio consiste en la facultad que tiene los juzgadores 
de dirimir a favor de la admisión de la demanda o de la continuación del proceso, 
en los casos que se tenga una duda razonable respecto de si se está ante un 
caso de improcedencia de la demanda o de conclusión del proceso. 
De esta manera se hace posible el derecho al acceso a la tutela jurisdiccional 
efectiva, consiguientemente excluyendo toda opción interpretativa que sea 
contraria para poder alcanzar este derecho, dicho de otro modo el juzgador debe 
interpretar las restricciones impuestas a tal derecho del modo que mejor se 
optimice su ejercicio (Rioja, 2013) 
De lo acotado se puede dilucidar, que si bien se exige que se satisfaga las 
condiciones de la acción que la ley establece, esta debe ser interpretada y 
aplicada  de tal manera que pueda hacerse efectivo el derecho de acción o 
derecho de acceso a la jurisdicción (principio pro actione). 
En razón a ello, Castillo (2005, p. 10) refiere  que el principio pro actione impone 
que al juez que en lugar de optar por alternativas que supongan el estrechamiento 
del derecho de acceso a la justicia, máxime, a la justicia constitucional.  
El Tribunal Constitucional español (como se citó en Arévalo, p. 57) ha establecido 
que no son admisibles aquellos obstáculos que pueden estimarse abusivos, que 
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sean producto de un formalismo y que no se compaginen con el derecho a la 
justicia, debiendo ser adecuadas a la Constitución. 
En síntesis el principio pro actione, será aplicable no solo para atenuar las 
barreras procesales que limitan el acceso a jurisdicción, sino también para 
aquellos casos en los se deban interpretarse requisitos formales del acto procesal 
y presupuestos procesales en el sentido más favorable a la plena efectividad de la 
tutela jurisdiccional. 
Control Constitucionalidad 
El Control de Constitucionalidad es un mecanismo para la efectiva aplicación del 
principio de supremacía constitucional y como medio de protección constitucional 
del ciudadano, para la efectiva tutela de sus derechos fundamentales (Abad, 
2004, p. 20) 
En tal sentido, el Control Constitucional nace como necesidad de limitar el poder 
absoluto y de prevenir los abusos.  
Control Difuso 
En la actualidad no existe discusión respecto a que la Constitución es la norma 
suprema  del ordenamiento jurídico de un país y que debe contar con 
instrumentos procesales que garanticen su vigencia.  
No obstante, esta afirmación no siempre ha sido aceptada, Abad (2004, p. 17), 
refiere que inicialmente se pensó el Parlamento era el único órgano encargado de 
revisar las leyes inconstitucionales y las infracciones a la Constitución y que el 
Poder Judicial no era más que la “boca de la ley”, incapaz de disponer su 
inaplicación cuando ella contradecía lo dispuesto por la Constitución.  
Fue precisamente el surgimiento de la judicial review o control difuso en los 
Estados Unidos el que permitió reconocer que la Constitución es una norma 
jurídica y debe ser aplicada por los tribunales, contribuyendo decididamente a que 
el poder Judicial se convierta en un verdadero poder capaz de controlar al 
legislativo y negarse a aplicar sus normas.  
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En efecto, fue en 1803 que la Corte Suprema norteamericana expidió la famosa 
sentencia recaída en el caso “Marbury vs. Madison”, que  dispuso la inaplicación 
de una ley al caso concreto por inconstitucional, surgiendo así aunque con 
conocidos antecedentes la judicial review o control difuso de constitucionalidad de 
las normas. 
En el Perú el control difuso está regulado en la Constitución Política (1993) 
artículo 138°, el segundo párrafo establece que en todo proceso, de existir 
incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los jueces 
prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre toda otra norma 
de rango inferior. 
El Control difuso de la constitucionalidad de las normas constituye un poder – 
deber del Juez, para preservar el principio de supremacía constitucional y el 
principio de jerarquía de las normas, estipulado en el artículo 51° de nuestra 
norma fundamental.  
De esta manera, cualquier Juez puede disponer la inaplicación de una ley a un 
caso concreto si a su criterio resulta inconstitucional. 
El Código Procesal Constitucional (2004), artículo VI del Título Preliminar, 
establece que cuando exista incompatibilidad entre una norma de rango 
constitucional y otra de inferior jerarquía, el Juez debe preferir la primera, siempre 
que sea relevante para resolver la controversia y no sea posible obtener una 
interpretación conforme a la Constitución, asimismo que los Jueces no pueden 
dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad ha sido confirmada en un 
proceso de inconstitucionalidad o en un proceso de acción popular. 
Por su parte la Ley Orgánica del Poder Judicial (artículo 14) establece que las 
sentencias en las cuales se haga uso del control difuso y se disponga la 
inaplicación de una norma legal serán elevadas en consulta a la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema si es que fueron impugnadas. 
Cabe indicar que el Tribunal Constitucional, mediante Expediente N° 145-99-
AA/TC, ha establecido un importante precedente que fijó algunos presupuestos 
que deberían tomarse en cuenta al momento de hacer uso del control difuso. 
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Estableciendo que el empleo del control difuso es un acto sumamente grave y 
complejo en la medida en que significa preferir la aplicación de una norma cuya 
validez, en principio, resulta beneficiada de la presunción de legitimidad de las 
normas del Estado. Por ello, su ejercicio no es un acto simpe, requiriéndose, para 
que él sea válido, la verificación  en cada caso de los siguientes presupuestos: 
Que la norma a inaplicarse tenga una relación directa, principal e indisoluble con 
la resolución del caso, es decir que sea relevante con la resolución de la causa.  
Que la norma a inaplicarse por su inconstitucionalidad revista evidente e 
inexorable tal condición, aún luego de haberse acudido a interpretarla de 
conformidad con la Constitución, en virtud del principio interpretativo de 
interpretación conforme a la Constitución y de inconstitucional como última ratio. 
Cabe precisar que la Segunda Disposición de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional (2004, p. 8) establece que los Jueces y Tribunales solo inaplican 
las disposiciones que estimen incompatibles con la Constitución cuando por vía 
interpretativa no sea posible la adecuación de tales normas al ordenamiento 
constitucional.  
1.4. Formulación del Problema 
¿De qué forma la aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la 
acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva del deudor alimentario, Chimbote 2017? 
1.5. Justificación del estudio  
La presente investigación busca contribuir al desarrollo de la ciencia jurídica, para 
hacer comprender a los operadores del derecho que el requisito de admisibilidad 
para la acción de reducción de alimentos, previsto en el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva del 
deudor alimentario, ya que al exigir acreditar estar al día en el pago de la pensión 
alimenticia, restringe el acceso a los órganos jurisdiccionales de muchas personas 
que están atrasadas en el pago de las pensiones alimenticias, que solicitan la 
reducción de la pensión alimenticia obedeciendo a la disminución de sus ingresos 
económicos por razones ajenas a voluntad. 
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Por ello, la presente investigación pretende alcanzar relevancia jurídica, pues si 
bien es cierto la Ley Nº 29486, en su exposición de motivos establece que el 
requisito establecido en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, busca 
garantizar las sentencias que fijan alimentos, a mi entender conlleva a un abuso 
por parte del derecho (prohibición contenida en el artículo II del Título Preliminar 
del Código Civil), privando de su ejercicio a la tutela jurisdiccional efectiva al 
deudor alimentario, existiendo otros mecanismos legales para ejecutar el pago de 
las pensiones alimenticias sin tener que restringir su derecho fundamental al 
acceso de la justicia. 
Partiendo de esa idea, en el aspecto social, se justificaría porque permitiría el 
acceso a la justicia de muchas personas (deudores alimentarios) que a casusa de 
este requisito de admisibilidad se encuentran restringidos al ejercicio de su 
derecho de acción. 
Asimismo, en el aspecto práctico, la presente investigación servirá de gran utilidad 
a los jueces, pues permitiría tener una visión más acorde a la realidad social de la 
figura en estudio, para su aplicación en casos prácticos al momento de calificar 
las demandas de reducción de alimentos, y resulte imposible al obligado 
alimentario cumplir con el requisito previsto en artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, y  en razón a su amplia facultad discrecional, en virtud al test de 
ponderación y de control de constitucionalidad poder analizar los fundamentos 
hecho que conllevaron a solicitar la acción de reducción de alimentos y no solo 
limitarse en estricto a la aplicación de la norma en cuestión. 
Postulando por la conciencia y sapiencia de nuestros legisladores, se debe 
remover todos aquellos obstáculos procesales que impidan o dificulten el acceso 
efectivo a los órganos jurisdiccionales y crear normas más justas acorde con 
nuestra realidad social, económica y política, apostando también a la conciencia 
de justicia en nuestros jueces a efectos de crear buenas prácticas judiciales que 
garanticen un debido proceso en el cual no se vea afectado el leal ejercicio del 
derecho de acción que tiene el obligado alimentario en las pretensiones 
precisadas. 
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1.6. Hipótesis 
Hipótesis de Investigación (Hi)  
La aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva al 
restringir el derecho de acción del deudor alimentario. 
Hipótesis Nula (Ho)  
  
La aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos, no vulnera el Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva 
del deudor alimentario. 
1.7. Objetivos 
Objetivo General 
 
Determinar, si la aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la 
acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva del deudor alimentario. 
Objetivos Específicos  
- Establecer si es constitucional que para la admisión de la demanda de 
Reducción de Alimentos, el demandante (obligado alimentario) acredite 
estar al día en el pago de las pensiones alimentarias. 
- Identificar los posibles criterios que permitirían admitir a trámite la 
demanda de Reducción de Alimentos pese a no haber cumplido con el 
requisito estipulado en el artículo 565°A del Código Procesal Civil. 
- Determinar qué es la Tutela Jurisdiccional Efectiva y sus alcances. 
- Determinar si es preferible la aplicación de otros mecanismos alternativos 
y diferentes al contenido en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil 
que permitan acceder a los órganos jurisdiccionales sin tener que 
restringir el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
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II. MÉTODO 
 
2.1. Diseño de investigación  
La presente investigación es de enfoque cuantitativo de diseño no experimental, 
tal como lo establece Hernández, Fernández y Baptista (2014) porque no se no 
manipula  deliberadamente las variables, si no que se tiene como objetivo 
analizar, a través de la observación de las circunstancias existentes, las variables 
en su contexto natural, así mismo este se diseñó se subdivide en dos tipos, estos 
son los transeccionales y longitudinales, siendo que la presente investigación se 
encuadra en la transeccional o transversal, pues se recolectará los datos en un 
solo momento y tiempo único donde su propósito es describir las variables y 
analizar su incidencia e interrelación en un momento. 
Además la investigación tendrá un alcance descriptivo, Hernández et al. (2014) lo 
define como aquellos estudios en los que se busca especificar las propiedades, 
las características y rasgos importantes de cualquier fenómeno que se analice. 
Únicamente pretenden medir o recoger información de manera independiente o 
conjunta sobre los conceptos o las variables a las que se refieren, esto es, su 
objetivo no es indicar cómo se relacionan éstas. 
Presentación gráfica del diseño No experimental 
 
 
Donde:  
M: 50 Jueces, Asistentes, Secretarios y Técnicos de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
O1: La aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos. 
O2: Vulneración del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
 
M                           O1 O2 
       
45 
 
2.2. Variables, Operacionalización 
V1: La aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos. 
V2: Vulneración del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva.
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Operacionalización  
TÍTULO:  La aplicación del artículo 565°–A del Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos y la vulneración 
del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, Chimbote 2017. 
LÍNEA DE INVESTIGACIÓN: Derecho Procesal Civil 
VARIABLE DEFINICIÓN CONCEPTUAL DEFINICIÓN 
OPERACIONAL 
DIMENSIONES INDICADORES ITEMS ESCALA DE MEDICÓN 
 
 
 
La aplicación del artículo 
565°-A del Código Procesal 
Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos. 
 
 
Es requisito para la 
admisión de la demanda 
de reducción de pensión 
alimenticia, que el 
alimentante acredite estar 
al día en el pago de la 
pensión alimenticia Código 
Procesal Civil (1984) 
artículo 565°-A 
 
 
La primera variable será 
evaluada a través de una 
encuesta a los Jueces, 
Asistentes, Secretarios y 
Técnicos de los Juzgados 
de Paz Letrado, Familia y 
Mixtos de la Corte 
Superior de Justicia del 
Santa. 
 
Normatividad 
 
- Código Procesal Civil 
- Ley N° 29486 
 
P. 1, P.2, P.3, P.4, P.5, P.6. 
 
ESCALA DE LIKERT 
1. Totalmente en 
desacuerdo 
2. En desacuerdo 
3. Ni de acuerdo, ni 
en desacuerdo 
4. De acuerdo 
5. Totalmente de 
acuerdo 
 
 
Sujetos 
 
- Alimentista 
- Deudor Alimentario 
 
P.7, P. 8 
 
Presupuesto 
- Necesidad del 
Alimentista 
- Posibilidad del 
alimentante 
 
P. 9, P. 10 
 
 
 
 
Vulneración del derecho a 
la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva. 
 
 
El derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, es 
aquel derecho que tiene 
toda persona de acceder a 
los tribunales para solicitar 
el amparo de su derecho 
de acción o contradicción 
con respeto a un debido 
proceso Martel (2002, p. 
28) 
 
 
La segunda variable será 
evaluada a través de una 
encuesta a los Jueces, 
Asistentes, Secretarios y 
Técnicos de los Juzgados 
de Paz Letrado, Familia y 
Mixtos de la Corte 
Superior de Justicia del 
Santa. 
 
 
Normatividad 
- Constitución Política del 
Perú 
- Código Procesal Civil 
- Código Procesal 
Constitucional 
 
 
P. 11, P. 12, P. 13 
 
 
Contenido 
- Acceso a los Órganos 
Jurisdiccionales 
- Debido Proceso 
 
P. 14, P. 15 
Materialización  
Acción 
P. 16 
Principio Procesal Pro Actione P. 17 
Control Constitucional Control Difuso P. 18 
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2.3. Población  
Para Hernández et al. (2014, p. 207) la población es el “conjunto de todos los 
casos que concuerdan con una serie de especificaciones”.  
Para Tamayo (como se citó en Díaz, 2007, p. 33) “es la totalidad del fenómeno a 
estudiar, en donde la unidades de población poseen una característica común, la 
cual se estudia y da origen a los datos de investigación”. 
Según Hernández et al. (2014, p. 172) no siempre se tiene una muestra, aunque 
en la mayoría de las situaciones sí se realiza el estudio en una muestra, sólo 
cuando queremos efectuar un censo debemos incluir todos los casos (personas, 
animales, plantas, objetos) del universo o la población”. 
Hernández et al. (2014, p. 174), refiere que “un estudio no será mejor por tener 
una población más grande; la calidad de un trabajo investigativo estriba en 
delimitar claramente la población con base en el planteamiento del problema”. 
Para presente investigación se utilizará una población censal, es decir que a 
través de un censo se incluirá la población completa; en razón que se cuenta con 
población finita, de fácil identificación, dada la naturaleza de la presente 
investigación. 
La población de la presente investigación está conformada por 09 Jueces, 4 
Asistentes, 18 Secretarios y 19 Técnicos de los Juzgados de Paz Letrado, Familia 
y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y 
confiabilidad 
Técnica: Para Arias (2012, p. 67) es el “procedimiento o forma particular de 
obtener datos o información”. 
“La aplicación de una técnica conduce a la obtención de información, la cual debe 
ser guardada en un medio material de manera que los datos puedan ser 
recuperados, procesados, analizados e interpretados posteriormente” (Arias, 
2012, p. 68). 
Constitución Política 
Código Procesal Civil 
Código Procesal Constitucional 
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Encuesta: Para Casas, Repullo y Donado (2002), lo define como un 
procedimiento de investigación, en el que se busca recopilar datos por medio de 
un cuestionario previamente diseñado, sin modificar el entorno, ni el fenómeno 
donde se va a recoger la información. 
Instrumento de Recolección de datos: Para (Arias, 2012, p. 68) es cualquier 
recurso, dispositivo o formato (en papel o digital), que se utiliza para obtener, 
registrar o almacenar información. 
Cuestionario: Chasteauneuf (como se citó en Hernández et al., 2014, p. 205) lo 
define como el “conjunto de preguntas respecto de una o más variables que se 
van a medir”. 
Queda claro entonces que en la presente investigación se usará la técnica de 
encuesta, la misma que se realizara mediante el instrumento de cuestionario. 
Validez y confiabilidad  
En cuanto a la validez del presente trabajo de investigación consistió en la 
aplicación del formato de constancia de validación otorgado por la Universidad 
Cesar Vallejo, en la cual se sometió a juicio de experto el instrumento, para este 
caso, el cuestionario de encuesta, donde este evaluó la congruencia de los ítems, 
contenido, redacción, claridad y precisión, pertinencia. Los expertos son un 
metodólogo y dos temáticos.  
La confiabilidad de un instrumento de medición se refiere al grado en que su 
aplicación repetida al mismo individuo u objeto produce resultados iguales 
Hernández et al., Kellstedt, Whitten, Ward, Street (como se citó en Hernández et 
al., 2014, p. 200). 
2.5. Método de análisis de datos 
Estadística Descriptiva: Es la parte de la estadística que se encarga de 
organizar, resumir y describir las características principales de los datos. 
Generalmente se resumen en forma tabular, gráfica o numérica. El análisis se 
limita en sí mismo a los datos coleccionados y no se realiza inferencia alguna o 
generalizaciones acerca de la totalidad de donde provienen esas observaciones. 
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En la presente investigación se utilizará la estadística descriptiva, los datos e 
información obtenida cuantitativamente serán procesados y analizados por 
medios electrónicos, clasificados y sistematizados de acuerdo a las unidades de 
análisis involucradas en el presente estudio, respecto a sus variables. 
La presentación de dicho datos se realizará en Excel, mediante tablas, en un 
proceso denominado tabulación y su respectiva representación gráfica. 
Para realizar el análisis de datos lo primero que realizaremos es  seleccionar un 
programa estadístico, esto quiere decir el programa que vamos a utilizar para 
poder sacar los resultados estadísticos de los instrumentos sometidos a nuestra 
población, para nuestro proyecto de investigación utilizaremos el software 
SPSS.24, que es un paquete estadístico para las ciencias sociales, desarrollado 
por la Universidad de Chicago, el cual trabaja de manera muy sencilla, abriendo la 
matriz de datos y consecuentemente seleccionaremos las opciones más 
apropiadas para el análisis de nuestros instrumentos, así también este sistema 
estadístico contiene todos los análisis estadísticos, así como dos partes citadas 
que se denominan, vista de variables (para definición de variables y 
consecuentemente de datos) y vista de datos (matriz de datos). 
2.6. Aspectos éticos 
Original: Se aplica a la obra o el documento que ha sido producido directamente 
por su autor sin ser copia de otro. Por lo tanto oriento a que mi proyecto de 
investigación es original. 
Anonimato: Se respeta la condición de una persona de ocultar su identidad, y 
esto se aplicará y se considerará al momento de aplicar el instrumento. 
Confidencialidad: Cualidad de aquello que es reservado o secreto, ya que este 
queda solo entre entrevistador y entrevistado. 
Consentimiento informado: El investigador explica a la unidad de análisis 
(encuestado) sobre el proceso de investigación, en el cuál este será parte; sobre 
esto versará el consentimiento del encuestado. 
Respeto de citado: El presente trabajo de investigación ha citado las fuentes de 
donde se ha extraído la información, haciendo uso del manual de referencias 
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estilo American Psycological Association (APA) y el Manual de estilo de la 
Universidad César Vallejo. 
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III. RESULTADOS 
  Tabla N° 01 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, vulnera el derecho a 
la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 12 24% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 38 76% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 01 
 
 
Fuente: Tabla N° 01 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 01 que el 76% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del 
deudor alimentario, un 24% está de acuerdo, un 0% totalmente en desacuerdo, un 
0% en desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
 
[CELLRANGE] [CELLRANGE] [CELLRANGE] 
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¿CONSIDERA QUE EL ARTÍCULO 565°-A DEL CÓDIGO 
PROCESAL CIVIL, VULNERA EL DERECHO A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA DEL DEUDOR 
ALIMENTARIO? 
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Tabla N° 02 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, colisiona con la 
naturaleza jurídica del derecho alimentario? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO  0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO  16 32% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 34 68% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 02 
 
 
Fuente: Tabla N° 02 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 02 que el 68% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, colisiona con la naturaleza jurídica del derecho alimentario, 
un 32% está de acuerdo, un 0% totalmente en desacuerdo, un 0% en desacuerdo 
y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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[CELLRANGE] 
0
10
20
30
40
50
TOTALMENTE EN
DESACUERDO
EN DESACUERDO NI DE ACUERDO, NI
EN DESACUERDO
DE ACUERDO TOTALMENTE DE
ACUERDO
¿CONSIDERA QUE EL ARTÍCULO 565°-A DEL CÓDIGO 
PROCESAL CIVIL, COLISIONA CON LA NATURALEZA 
JURÍDICA DEL DERECHO ALIMENTARIO? 
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Tabla N° 03 
¿Considera que el derecho alimentario puede tener limitaciones como la 
estipulada en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 30 60% 
EN DESACUERDO 20 40% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 0 0% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 03 
 
  
Fuente: Tabla N° 03 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 03 que el 60% está totalmente en desacuerdo que el derecho 
alimentario puede tener limitaciones como la estipulada en el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, un 40% está en desacuerdo, un 0% ni de acuerdo, ni en 
desacuerdo, un 0% de acuerdo y un 0% totalmente de acuerdo. 
 
[CELLRANGE] 
[CELLRANGE] 
[CELLRANGE] [CELLRANGE] [CELLRANGE] 
0
10
20
30
40
50
TOTALMENTE EN
DESACUERDO
EN DESACUERDO NI DE ACUERDO, NI
EN DESACUERDO
DE ACUERDO TOTALMENTE DE
ACUERDO
¿CONSIDERA QUE EL DERECHO ALIMENTARIO PUEDE 
TENER LIMITACIONES COMO LA ESTIPULADA EN EL 
ARTÍCULO 565°-A DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL? 
       
54 
 
Tabla N° 04 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, colisiona con el 
artículo 3° del Código Procesal Civil? 
 
ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO  0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 16 32% 
TOTALMENTE DE ACUERDO  34 68% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 04 
 
 
Fuente: Tabla N° 04 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 04 que el 68% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, colisiona con el artículo 3° del Código Procesal Civil, un 
32% está de acuerdo, un 0% totalmente en desacuerdo, un 0% en desacuerdo y 
un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 05 
¿Considera que el Estado debe prever otros mecanismos alternativos y diferentes 
al contenido en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 7 14% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 43 86% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 05 
 
 
Fuente: Tabla N° 05  
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 05 que el 86% está totalmente de acuerdo que el Estado debe prever 
otros mecanismos alternativos y diferentes al contenido en el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, un 14% está de acuerdo, un 0% totalmente en desacuerdo, 
un 0% en desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 06 
¿Considera que la Ley N° 29486 que establece el requisito de acreditar 
encontrarse al día en el pago de las pensiones alimenticias para demandar 
Reducción de Alimentos, es inconstitucional? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 6 12% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 44 88% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Grafico N° 06 
  
Fuente: Tabla N° 06 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 06 que el 88% está totalmente de acuerdo que la Ley N° 29486 es 
inconstitucional, un 12% está de acuerdo, un 0% totalmente en desacuerdo,  un 
0% en desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 07 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, cumple con proteger 
al alimentista? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 29 58% 
EN DESACUERDO 20 40% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 1 2% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 0 0% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 07 
 
  
Fuente: Tabla N° 07 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 07 que el 58% está totalmente en desacuerdo que el artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil, cumple con proteger al alimentista, un 40% está en 
desacuerdo, un 2% ni de acuerdo, ni en desacuerdo,  un 0% de acuerdo y un 0% 
totalmente de acuerdo. 
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Tabla N° 08 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, cumple con su 
finalidad de coaccionar al deudor alimentario al pago de las pensiones 
alimenticias? 
  ƒ°  % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 30 60% 
EN DESACUERDO 18 36% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 2 4% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 0 0% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 08 
  
Fuente: Tabla N° 08 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 08 que el 60% está totalmente en desacuerdo que el artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil, cumple con su finalidad de coaccionar al deudor 
alimentario al pago de las pensiones alimenticias, un 36% está en desacuerdo, un 
2% ni de acuerdo, ni en desacuerdo,  un 0% de acuerdo y un 0% totalmente de 
acuerdo. 
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Tabla N° 09 
¿Considera que es constitucional no admitir a trámite la demanda de reducción de 
pensión alimenticia, cuando la necesidad del alimentista han disminuidos? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 32 64% 
EN DESACUERDO 18 36% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 0 0% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 09 
  
Fuente: Tabla N° 09 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 09 que el 64% está totalmente en desacuerdo que es constitucional no 
admitir a trámite la demanda de reducción de pensión alimenticia, cuando la 
necesidad del alimentista han disminuidos, un 36% está en desacuerdo, un 0% ni 
de acuerdo, ni en desacuerdo,  un 0% de acuerdo y un 0% totalmente de acuerdo. 
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Tabla N° 10 
¿Considera que es constitucional no admitir a trámite la demanda de reducción de 
pensión alimenticia, cuando las posibilidades del alimentante han disminuidos? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 37 74% 
EN DESACUERDO 13 26% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENDE DE ACUERDO 0 0% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 10 
 
  
Fuente: Tabla N° 10 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 10 que el 74% está totalmente en desacuerdo que es constitucional no 
admitir a trámite la demanda de reducción de pensión alimenticia, cuando las 
posibilidades del alimentante han disminuidos, un 26% está en desacuerdo, un 
0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo,  un 0% de acuerdo y un 0% totalmente de 
acuerdo. 
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Tabla N° 11 
¿Considera que artículo 565°-A del Código Procesal Civil, colisiona con el artículo 
139° inciso 3 de la Constitución Política del Perú? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 7 14% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 43 86% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 11 
 
  
Fuente: Tabla N° 11 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 11 que el 86% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, colisiona con el artículo 139° inciso 3 de la Constitución 
Política del Perú, un 14% está de acuerdo, un 0% en desacuerdo, un 0% en 
desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 12 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, colisiona con el 
artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 8 16% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 42 84% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 12 
 
  
Fuente: Tabla N° 12 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 12 que el 84% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, colisiona con el artículo I del Título Preliminar del Código 
Procesal Civil, un 16% está de acuerdo, un 0% en desacuerdo, un 0% en 
desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 13 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, colisiona con el 
artículo 4° del Código Procesal Constitucional? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 7 14% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 43 86% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 13 
 
 
Fuente: Tabla N° 13 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 13 que el 86% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, colisiona con el artículo 4° del Código Procesal 
Constitucional, un 14% está de acuerdo, un 0% en desacuerdo, un 0% en 
desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 14 
¿Considera que es constitucional restringir el acceso a los Órganos 
Jurisdiccionales? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 42 84% 
EN DESACUERDO 8 16% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 0 0% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 14 
 
 
Fuente: Tabla N° 14 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 14 que el 84% está totalmente en desacuerdo que es constitucional 
restringir el acceso a los Órganos Jurisdiccionales, un 16% está desacuerdo, un 
0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo, un 0% de acuerdo y un 0% totalmente de 
acuerdo. 
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Tabla N° 15 
¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, vulnera el derecho al 
Debido Proceso? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 20 40% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 30 60% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 15 
 
 
Fuente: Tabla N° 15 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 15 que el 60% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, vulnera el derecho al Debido Proceso, un 40% está de 
acuerdo, un 0% en desacuerdo, un 0% en desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni 
en desacuerdo. 
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Tabla N° 16 
¿Considera que es constitucional que se limite el derecho de acción al deudor 
alimentario que solicita Reducción de Alimentos? 
  f° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 38 76% 
EN DESACUERDO 12 24% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 0 0% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 0 0% 
 TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 16 
 
 
Fuente: Tabla N° 16 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 16 que el 76% está totalmente en desacuerdo que es constitucional 
que se limite el derecho de acción al deudor alimentario que solicita Reducción de 
Alimentos, un 24% está en desacuerdo, un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo,  
0% de acuerdo y un 0% totalmente de acuerdo. 
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Tabla N° 17 
¿Cómo operador jurídico invocaría el principio Pro Actione para admitir a trámite 
la demanda de Reducción de Alimentos del deudor alimentario? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 3 6% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 47 94% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 17 
 
 
Fuente: Tabla N° 17 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 17 que el 94% está totalmente de acuerdo en invocar el principio Pro 
Actione para admitir a trámite la demanda de Reducción de Alimentos del deudor 
alimentario, un 6% está de acuerdo, un 0% en desacuerdo, un 0% en desacuerdo 
y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
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Tabla N° 18 
¿Cómo operador jurídico si tuviera la potestad de aplicar el control difuso, 
inaplicaría el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, para admitir a trámite una 
demanda de Reducción de Alimentos? 
  ƒ° % 
TOTALMENTE EN DESACUERDO 0 0% 
EN DESACUERDO 0 0% 
NI DE ACUERDO, NI EN DESACUERDO 0 0% 
DE ACUERDO 5 10% 
TOTALMENTE DE ACUERDO 45 90% 
TOTAL: 50 100% 
 
Fuente: Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa. 
Gráfico N° 18 
 
 
Fuente: Tabla N° 18 
Descripción: De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos encuestados, se observa en el 
Gráfico N° 18 que el 90% está totalmente de acuerdo que si tuviera la potestad de 
aplicar el control difuso, inaplicaría el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
para admitir a trámite una demanda de Reducción de Alimentos, un 10% está de 
acuerdo, un 0% en desacuerdo, un 0% en desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni 
en desacuerdo. 
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Prueba de hipótesis 
Tablas cruzadas Chi Cuadrado 
Para este procedimiento hemos utilizado la prueba de hipótesis del chi cuadrado 
utilizando el programa SPSS y para ello se ha realizado las siguientes tablas de 
contingencia. 
Tabla de contingencia entre la vulneración del derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva del deudor alimentario y la restricción del acceso a los Órganos 
Jurisdiccionales. 
 
Resumen de procesamiento de casos 
 Casos 
Válido Perdido Total 
N Porcentaje N Porcentaje N Porcentaje 
1. ¿Considera que el 
artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, vulnera el 
derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva del 
deudor alimentario? *  
14. ¿Considera que es 
constitucional restringir el 
acceso a los Órganos 
Jurisdiccionales? 
50 100,0% 0 0,0% 50 100,0% 
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Tabla cruzada 1. ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, vulnera el derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario?*14. ¿Considera que es constitucional restringir 
el acceso a los Órganos Jurisdiccionales? 
 14. ¿Considera que es 
constitucional restringir el acceso 
a los Órganos Jurisdiccionales? 
Total 
Totalmente en 
desacuerdo 
En 
desacuerdo 
1. ¿Considera que el 
artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, vulnera el 
derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva del 
deudor alimentario? 
De acuerdo Recuento 9 3 12 
Recuento esperado 10,1 1,9 12,0 
Totalmente de acuerdo Recuento 33 5 38 
Recuento esperado 31,9 6,1 38,0 
Total Recuento 42 8 50 
Recuento esperado 42,0 8,0 50,0 
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Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Significación 
asintótica 
(bilateral) 
Significación 
exacta 
(bilateral) 
Significación 
exacta 
(unilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson ,952
a
 1 ,329   
Corrección de 
continuidad
b
 
,274 1 ,600   
Razón de verosimilitud ,878 1 ,349   
Prueba exacta de Fisher    ,379 ,287 
Asociación lineal por lineal ,933 1 ,334   
N de casos válidos 50     
a. 1 casillas (25,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 1,92. 
b. Sólo se ha calculado para una tabla 2x2 
Gráfico 
 
 
 
 
 
         Se acepta Hi          
        X² de prueba  
 
 
 
 
 ,952 3,8415 
Para el desarrollo de la presente tesis se está usando un coeficiente de confianza 
del 95% entonces el nivel de significancia será de 5%, es decir (0.05%), con 
grados de libertad de 1 según la Tabla del Chi Cuadrado x2, estableciendo un 
valor límite de 3,8415 y según el análisis realizado se obtiene un valor de ,952. En 
razón a lo anteriormente dicho, se llega a la conclusión que como el valor 
calculado es menor que el valor observado la Hipótesis de la Investigación es 
aceptada, es decir la aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la 
acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva al restringir el derecho de acción del deudor alimentario. 
Se rechaza Hi 
X² de prueba 
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IV. DISCUCIÓN 
 
  
Dimensión Normatividad 
 
Mediante una encuesta realizada a los Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios 
de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia 
del Santa, se obtuvo los siguientes resultados; según la Tabla N° 01 en base al 
ítem N° 1, el 76% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor 
alimentario, de igual forma el 24% está de acuerdo; según la tabla N° 02, en base 
al ítem N° 2, el 68% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, colisiona con la naturaleza jurídica del derecho alimentario, así 
mismo el 32% está de acuerdo; según la Tabla N° 03, en base al ítem N° 3, el 
60% está totalmente en desacuerdo que el derecho alimentario puede tener 
limitaciones como la estipulada en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, de 
la misma forma el 40 % está en desacuerdo; según la Tabla N° 04, en base al 
ítem N° 4, el 68% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, colisiona con el artículo 3° del Código Procesal Civil, de igual forma 
el 32% está de acuerdo; según la Tabla N° 05, en base al ítem N° 5, el 86% está 
totalmente de acuerdo que el Estado debe prever otros mecanismos alternativos y 
diferentes al contenido en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, de igual 
forma el 14% está de acuerdo; según la Tabla N° 06, en base al ítem N° 6, el 88% 
está totalmente de acuerdo que la Ley N° 29486 que establece el requisito de 
acreditar encontrarse al día en el pago de las pensiones alimenticias para 
demandar Reducción de Alimentos, es inconstitucional, igualmente el 12% está 
de acuerdo. 
 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quienes 
concluyen, que el requisito de admisibilidad de la demanda de reducción de 
alimentos establecidos en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, es 
inconstitucional porque vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional, igualmente 
con su conclusión de que mencionado artículo, incurre en contradicción con la 
naturaleza jurídica del derecho de reducción de alimentos. Asimismo se 
corroboran con lo concluido por Arévalo (2014) quien concluye que el artículo 
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565°-A del C.P.C. vulnera flagrantemente el derecho de acceso a la justicia, toda 
vez que restringe el derecho a la revisión de una sentencia que por su naturaleza 
misma no constituye cosa juzgada material, sino únicamente cosa juzgada formal. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Gaceta Jurídica (2008, p. 
25) quien afirma en su doctrina que cualquier requisito que impide poder iniciar un 
proceso judicial importa una limitación al derecho de acceso a la justicia. De igual 
forma con la teoría del Tribunal Constitucional (2009, p. 246) quien afirma que 
“(…) el Estado debe remover todos aquellos obstáculos materiales que impidan o 
dificulten el acceso efectivo de las personas a los tribunales”. Asimismo con la 
teoría de Gaceta Jurídica (2008, p.25) quien afirma que el establecimiento de 
cualquier requisito que impide poder iniciar un proceso judicial importa una 
limitación al derecho de acceso a la justicia. 
Finalmente, cabe acotar que de los resultados obtenidos nos permite discutir si la 
aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil vulnera o no el derecho a 
la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, teniendo como resultado 
que la aplicación del artículo antes mencionado si vulnera el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva en la modalidad de derecho acción, derecho que en 
materia procesal civil no admite limitaciones ni restricción para su ejercicio, de los 
resultados obtenidos también se corrobora que el presente artículo colisiona con 
la naturaleza jurídica del derecho alimentario, en razón a que una de las 
características de la pensión alimenticia es la variabilidad, es decir que cuando 
elementos tomados en cuenta para fijar la pensión alimenticia disminuyan o 
aumenten, las parte pueden solicitar al reajuste de la misma, sin embargo la 
aplicación del presente artículo restringe a muchos alimentantes que por causas 
ajenas a su voluntad disminuyen sus ingresos económicos y se atrasan en el 
pago la pensión alimenticia, solicitando la acción de reducción de alimentos 
porque no pueden seguir pagando la pensión alimenticia originaria, quien al no 
cumplir con el requisito de admisibilidad contenido en el artículo 565°-A del código 
Procesal Civil es rechazada su demanda; en razón a ello se ha logrado 
determinar favorablemente mediante los resultados obtenidos, el cumplimiento de 
uno de los objetivos específicos, es decir que es preferible la aplicación de otros 
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mecanismos alternativos y diferentes al contenido en el artículo 565°-A del código 
Procesal Civil, a fin de salvaguardar el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Dimensión Sujetos 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 07, en base al ítem N° 7, el 58% 
está totalmente en desacuerdo que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
cumple con proteger al alimentista, de igual forma el 40% está de acuerdo; según 
la Tabla N° 08, en base al ítem N° 8, el 60% está totalmente en desacuerdo que el 
artículo 565°-A del Código Procesal Civil, cumple con su finalidad de coaccionar al 
deudor alimentario al pago de las pensiones alimenticias, de igual forma el 36% 
está en desacuerdo, mientras que un 4% está ni de acuerdo, ni en desacuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quien 
concluye que el requisito de admisibilidad previsto en el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, no cumple con su finalidad de garantizar la ejecución de las  
sentencia de alimentos, siendo el mencionado requisito, no adecuado para la 
regulación del problema social que pretende afrontar. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Gaceta Jurídica (2008, p. 
25) quien afirma que la exigencia del artículo 565°-A del Código Procesal Civil, no 
contribuye a resolver los conflictos jurídicos derivados del incumplimiento de una 
obligación alimentaria.  
Finalmente, cabe acotar que la Ley N° 29486 que establece el requisito de 
admisibilidad, encontrarse al día en el pago de la pensión alimenticia, para 
solicitar la Reducción de Alimentos, justifico la restricción del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva al deudor alimentario, a efectos de garantizar la ejecución 
de las sentencias de alimentos y proteger así el derecho del alimentista, sin 
embargo se ha podido corroborar mediante los resultados obtenidos en la 
presente investigación que la Ley N° 29486 no ha cumplido con la finalidad con 
que fue promulgada, siendo la aplicación del artículo 565°-A un mecanismo no 
adecuado para el problema social que pretendía afrontar. En consecuencia el 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva está siendo vulnerado, al no encontrar 
justificación para su limitación en el derecho/principio del interés superior del niño. 
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Dimensión Presupuesto 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 09, en base al ítem N° 9, el 64% 
está totalmente en desacuerdo que es constitucional no admitir a trámite la 
demanda de reducción de pensión alimenticia, cuando la necesidad del 
alimentista han disminuidos; de igual forma el 36% está en desacuerdo; según la 
Tabla N° 10, en base al ítem N° 10, el 74% está totalmente en desacuerdo que es 
constitucional no admitir a trámite la demanda de reducción de pensión 
alimenticia, cuando las posibilidades del alimentista han disminuidos, de igual 
forma un 26% está en desacuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quien 
concluye que es inadecuado que el legislador haya limitado el ejercicio del 
derecho a reducción de alimentos del deudor alimentario, reconocido en el 
artículo 482° del Código Civil, con un requisito procesal de admisibilidad 
impertinente, incurriendo en una contradicción respecto a la naturaleza jurídica del 
derecho de reducción de alimentos, siendo está la disminución de las 
posibilidades del obligado, por lo que se hace imposible cumplir con la obligación 
alimentaria. Asimismo se corrobora con la investigación de Cárdenas (2016) quien 
concluye que hay limitaciones al solicitar tutela jurisdiccional efectiva, al intentar 
valer su derecho de acción, y se ven vulnerados y obligados a seguir otorgando 
una pensión de alimentos a costa de su propia subsistencia. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Aguilar et al. (2016, p. 
477) quien afirma en su doctrina que la acción de reducción de alimentos, se 
solicita cuando hayan variado los presupuestos de hecho que se tuvieron en 
cuenta en la oportunidad de fijar la cuota alimentaria originaria. También la teoría 
de Peralta (2008, p. 581) quien afirma que el obligado tiene el deber de prestar 
obligación alimentaria, dentro de sus posibilidades económicas y sin llegar al 
sacrificio de su propia existencia. Asimismo la teoría de Cornejo (como se citó en 
Aguilar et al., 2016, p. 477), quien afirma que puede modificarse la sentencia de 
alimentos, cuando haya variado las necesidades del alimentista y/o las 
posibilidades del alimentante. No pudiendo dejar de lado lo estipulado en artículo 
482° que prescribe la pensión alimenticia se incrementa o reduce según el 
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aumento o la disminución que experimenten las necesidades del alimentista y las 
posibilidades del alimentante. 
Finalmente, cabe acotar que al no admitir a trámite una demanda de Reducción 
de Alimentos, cuando la necesidad del alimentista o posibilidades económicas del 
alimentante han disminuido, se está vulnerando el artículo 482° del Código Civil,  
que establece que puede reducirse el monto de la pensión alimenticia fijada 
cuando hayan disminuidos las necesidades del alimentista o las posibilidades del 
alimentante, artículo que asienta sus cimientos en la naturaleza jurídica de la 
obligación alimentaria ya que al tener está una concertación económica puede ser 
objeto a variaciones con el transcurrir del tiempo, sin embargo está facultad se ve 
vulnerada con la aplicación del artículo bajo investigación, ya que muchos 
alimentantes por distintas razones han disminuidos sus ingresos económicos, 
generando muchas veces que se atrasen en el pago de la pensión alimenticia, y 
cuando quieren acceder jurisdiccionales a solicitar se le disminuya el monto 
establecido originariamente, está demanda es declarada inadmisible, viéndose 
reflejado así en los resultados obtenidos, que es inconstitucional la aplicación del 
artículo 565°-A del Código Procesal Civil. 
Dimensión de Normatividad 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 11, en base al ítem N° 11, el 86% 
está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
colisiona con el artículo 139° inciso 3 de la Constitución Política del Perú, 
asimismo un 14% está de acuerdo; según la Tabla N° 12, en base al ítem N° 12, 
el 84% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, colisiona con el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 
asimismo un 16% está de acuerdo; según la Tabla N° 13, en base al ítem N° 13, 
el 86% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A  del Código Procesal 
Civil, colisiona con el artículo 4° del Código Procesal Constitucional, de igual 
forma el 14% está de acuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quienes 
concluyen, que el requisito de admisibilidad de la demanda de reducción de 
alimentos establecidos en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, es 
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inconstitucional porque vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. De 
igual forma la investigación de Arévalo (2014) quien concluye que él artículo antes 
mencionado vulnera flagrantemente sin lugar a duda, el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, en la modalidad de acceso a la justicia. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Martel (2002, p.28) quien 
afirma en su doctrina que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, es aquel 
derecho que tiene toda persona de acceder a los tribunales para solicitar el 
amparo de su derecho de acción. Así también con la teoría de Gónzales (como se 
citó en el Tribunal Constitucional, 2009, p. 244) quien afirma en su doctrina que la 
tutela jurisdiccional efectiva, es el derecho de toda persona a que se le haga 
justicia, a que cuando pretenda algo de la otra, esta pretensión sea atendida por 
un órgano jurisdiccional, a través de un proceso con las debidas garantías. De 
igual forma la teoría de Monroy (como se citó en Benites y Lujan, 2015, p. 132) 
quien afirma que el derecho de acción es aquel derecho de naturaleza 
constitucional, inherente a todo sujeto, en cuanto es expresión esencial de éste 
que lo faculta a exigir al Estado tutela jurisdiccional para un caso concreto. 
Asimismo con la teoría de Gaceta Jurídica (2008, p. 25) quien sostiene que 
establecimiento de cualquier requisito que impide poder iniciar un proceso judicial 
importa una limitación al derecho de acceso a la justicia. 
Finalmente, cabe acotar conforme los resultados obtenidos, que es necesario 
declarar la inconstitucionalidad del artículo 565°-A del Código Procesal Civil, ya 
que su aplicación colisiona con distintas normas de cuerpo normativo, es además 
que como mecanismo procesal que pretendía salvaguardar el interés superior del 
niño, se ha corroborado mediante la presente investigación que no ha cumplido 
con tal fin, restringiendo desproporcionalmente e irrazonablemente el derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva. 
Dimensión Contenido 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 14, en base al ítem N° 14, el 84% 
está totalmente en desacuerdo que es constitucional restringir el acceso a los 
Órganos Jurisdiccionales, asimismo un 16% está en desacuerdo; según la Tabla 
N° 15, en base al ítem N° 15, el 60% está totalmente de acuerdo que el artículo 
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565°-A del Código Procesal Civil, vulnera el derecho al Debido Proceso, de igual 
forma un 40% está de acuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quienes 
concluyen, el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, es inconstitucional porque 
vulnera el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Asimismo lo investigado por 
Arévalo (2014), quien concluye que el requisito antes mencionado vulnera 
flagrantemente sin lugar a duda, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Gaceta Jurídica (2008, p. 
25) afirma en su doctrina que el establecimiento  que cualquier requisito que 
impide poder iniciar un proceso judicial importa una limitación a derecho de 
acceso a la justicia. De igual forma con la teoría de Arévalo (2014, p. 56) “(…) el 
derecho de acceso a la justicia, cuyos requisitos no deben ser interpretados de 
manera restrictiva y limitando a que la ley no establezca requisitos que hagan 
difícil o imposible el acceso a los órganos Jurisdiccionales. Asimismo con la teoría 
del Ministerio Publico (como se citó en el Dictamen en la Comisión de Justicia y 
Derechos Humanos, 2009, p. 2) quien refiere que el derecho de acción, en 
materia procesal civil no admite limitación ni restricción para su ejercicio, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 3° del Código Procesal Civil. Por último con 
la teoría de De Bernandis (como se citó en Chíname, 2011, p. 204) quien afirma 
que el debido proceso es una garantía y derecho fundamental de todos los 
justiciables, que les permite una vez ejercitado el derecho de acción, el poder 
acceder a un proceso que reúna los requisitos mínimos que lleven a la autoridad 
encargada a resolverlos, a pronunciarse de manera justa, equilibrada e imparcial.  
Finalmente, cabe acotar que conforme los resultados obtenidos es 
inconstitucional restringir el derecho de acceso a los Órganos Jurisdiccionales a 
fin de solicitar tutela jurisdiccional efectiva, ya que del inicio de esté depende que 
los demás derechos sean atendidos, como es el caso de todos aquellos deudores 
alimentarios que al no cumplir con el requisito de admisibilidad para solicitar la 
Reducción de Alimentos, son declaradas inadmisibles sus demandas, negándole 
el derecho a que su pretensión sea atendida conforme a un debido proceso y se 
obtenga una sentencia motiva en derecho, condenándolo a seguir pagando un 
monto de pensión alimenticia mayor al de sus ingresos económicos más aún 
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sigue aumentando los devengados, por no cumplir correspondiente con el pago 
de la pensión alimenticia, afectando muchas veces la subsistencia del deudor 
alimentario. 
Dimensión de Materialización 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 16, en base al ítem N° 16, el 76% 
está totalmente en desacuerdo que es constitucional que se límite el derecho de 
acción al deudor alimentario que solicita Reducción de Alimentos, así mismo un 
24% está en desacuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quienes 
concluyen, es inadecuado que el legislador haya limitado el ejercicio del derecho 
a reducción de alimentos del deudor alimentario, así mismo por la investigación 
de Arévalo (2014) quien concluye que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
vulnera flagrantemente el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva en la 
modalidad de acceso a la justicia, toda vez que restringe el derecho al deudor 
alimentista de acceder a la revisión de una sentencia que por su naturaleza 
misma no constituye cosa juzgada material, sino únicamente cosa juzgada formal. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Cornejo (como se citó en 
Aguilar et al. 2016, p. 477) quien afirma en su doctrina que la pensión alimenticia 
puede mantenerse inmodificada durante tiempo indeterminado o ser objeto de 
variaciones. Es una posición unánime en la doctrina que en esta materia no hay 
cosa juzgada, por lo tanto, el hecho de que por sentencia se haya fijado el monto 
de la prestación no impide que otra sentencia lo modifique. Ello ocurrirá cuando 
haya variado las necesidades del alimentista y/o las posibilidades del alimentante. 
De igual forma con la teoría de (Aguilar et al, 2016, p. 478)  quien afirma que la 
acción de reducción de alimentos, es la facultad que tiene el alimentante de 
solicitar ante el Juez que se reduzca el monto de la pensión que fue establecida 
en un proceso judicial o conciliación extrajudicial, cuando hayan variado los 
presupuestos de hecho que se tuvieron en cuenta en la oportunidad de fijas la 
cuota alimentaria originaria. Asimismo con la teoría de Arévalo (2014, p.38) quien 
afirma que por ser el proceso de alimentos una relación jurídica procesal sui 
generis en la que se ventilan intereses de solidaridad humana, se contempla la 
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posibilidad que emitido el fallo varíen algunas circunstancias previstas en la ley y 
surjan otras conjeturas que permitan el acceso a las partes al proceso terminado. 
Finalmente, cabe acotar que el derecho de acción no puede estar sujeto a 
limitaciones que dificulten el acceso a los órganos jurisdiccionales, como es en el 
caso del deudor alimentario que no puede ejercitar su derecho de acción si no 
cumple con el requisito de admisibilidad contenido en el artículo 565°- A del 
Código Procesal Civil,  cuando donde verdaderamente merece ser analizado si le 
corresponde o no el derecho a la reducción de alimentos es dentro del proceso, y 
si conforme con la finalidad que fue promulgado el artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, lo que se busca es procurar el cumplimiento de las sentencias 
alimenticias, estas deberían ser ejecutadas mediante mecanismos de ejecución 
establecidos en nuestro ordenamiento jurídico que son muy bien eficaces en 
algunos casos o crear mecanismos alternativos de solución, que no limiten el 
derecho de acción al deudor alimentario. 
Dimensión Pro Actione 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 17, en base al ítem N° 17, el 94% 
está totalmente de acuerdo que como operador jurídico invocaría el principio Pro 
Actione para admitir a trámite la demanda de Reducción de Alimentos del deudor 
alimentario, así mismo un 6% está de acuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Arévalo (2014) quien concluye 
que es importante estudiar y analizar la tutela jurisdiccional efectiva como un 
derecho fundamental – constitucional, puesto que, constituye un derecho 
elemental que tiene todo ciudadano en general, y es garantía máxima del debido 
proceso formal y sustancial y también de la administración de justicia. 
 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Arévalo (2014, p. 56) 
quien afirma en su doctrina que dentro del derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva se encuentra inmerso el principio pro actione, el cual se manifiesta 
fundamentalmente en dos vertientes: el derecho de acceso a la justicia, cuyos 
requisitos no deben ser interpretados de manera restrictiva y limitando a que la ley 
no establezca requisitos que hagan muy difícil o imposible el acceso a los órganos 
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jurisdiccionales.  De igual manera con la teoría del Tribunal Constitucional 
(expediente N° 1049-2003-AA/TC) quien afirma que el principio pro actione, 
impone a los jueces la exigencia de interpretar los presupuestos procesales en el 
sentido más favorable a la plena efectividad del derecho a obtener una resolución 
valida velando así por la continuación del proceso. Así también con la teoría de 
Rioja (2013) este principio consiste en la facultad que tiene los juzgadores de 
dirimir a favor de la admisión de la demanda o de la continuación del proceso, en 
los casos que se tenga duda razonable respecto de si se está ante un caso de 
improcedencia de la demanda o de conclusión del proceso. 
 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Arévalo (2014, p. 56) 
quien afirma en su doctrina que dentro del derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva se encuentra inmerso el principio pro actione, el cual se manifiesta 
fundamentalmente en dos vertientes: el derecho de acceso a la justicia, cuyos 
requisitos no deben ser interpretados de manera restrictiva y limitando a que la ley 
no establezca requisitos que hagan muy difícil o imposible el acceso a los órganos 
jurisdiccionales.  De igual manera con la teoría del Tribunal Constitucional 
(expediente N° 1049-2003-AA/TC) quien afirma que el principio pro actione, 
impone a los jueces la exigencia de interpretar los presupuestos procesales en el 
sentido más favorable a la plena efectividad del derecho a obtener una resolución 
valida velando así por la continuación del proceso. Así también con la teoría de 
Rioja (2013) este principio consiste en la facultad que tiene los juzgadores de 
dirimir a favor de la admisión de la demanda o de la continuación del proceso, en 
los casos que se tenga duda razonable respecto de si se está ante un caso de 
improcedencia de la demanda o de conclusión del proceso. 
 
Finalmente, cabe acotar que mediante la aplicación de principios procesales como 
el principio Pro Actione, se puede muy bien salvaguardar el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva, principio aceptado favorablemente conforme los resultados 
de la investigación, donde más de un 90% está totalmente de acuerdo utilizar 
como criterio para admitir a trámite una demanda de Reducción de Alimentos, 
pese a no haber cumplido con el requisito de admisibilidad estipulado en el 
artículo 565-A° del Código Procesal Civil. 
       
82 
 
Dimensión Control Constitucional 
Del total de los resultados; según la Tabla N° 18, en base al ítem N° 18, el 90% 
está totalmente de acuerdo que como operador jurídico si tuviera la potestad de 
aplicar el control difuso, inaplicaría el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
para admitir a trámite una demanda de Reducción de Alimentos, así mismo un 
10% está de acuerdo. 
Estos datos se corroboran con la investigación de Arévalo (2014) quien concluye 
que es importante estudiar y analizar la tutela jurisdiccional efectiva como un 
derecho fundamental – constitucional, puesto que, constituye un derecho 
elemental que tiene todo ciudadano en general, y es garantía máxima del debido 
proceso formal y sustancial y también de la administración de justicia. 
 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Abad (2004, p. 17) quien 
afirma en su doctrina que el Control de Constitucionalidad es un mecanismo para 
la efectiva aplicación del principio de supremacía constitucional y como medio de 
protección constitucional del ciudadano, para la efectiva tutela de sus derechos 
fundamentales, además los resultados se ven fundamentados por lo establecido 
en la Constitución Política del Perú (1993) artículo 138° segundo párrafo, que 
establece que en todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma 
constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la primera , asimismo con lo 
establecido por la Segunda Disposición de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional (2004, p. 8) que establece que los Jueces y Tribunales solo 
inaplican las disposiciones que estimen incompatibles con la Constitución cuando 
por vía interpretativa no sea posible la adecuación de tales normas al 
ordenamiento constitucional.  
Finalmente, cabe acotar que mediante la presente investigación se ha logrado  
comprobar favorablemente que se aplicaría el Sistema de Control Difuso para 
inaplicar el artículo 565-A° del Código Procesal Civil y así poder admitir a trámite 
una demanda de Reducción de Alimentos, se puede entender entonces que el 
100% de la población a su criterio encuentran al artículo 565-A° del Código 
Procesal Civil contrario a nuestro ordenamiento jurídico. 
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V.  CONCLUSIONES 
 
La presente investigación ha permitido confirmar nuestra hipótesis de 
investigación, esto es, la aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil 
en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva al restringir el derecho de acción del deudor alimentario, 
toda vez que al exigir como requisito de admisibilidad acreditar encontrarse al día 
en el pago de la pensión alimentaria para demandar Reducción de Alimentos, 
constituye una limitación y una barrera procesal desproporcional al derecho de 
Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
Asimismo, se ha logrado determinar que es inconstitucional que para la admisión 
de la demanda de Reducción de Alimentos, el demandante (obligado alimentario) 
acredite estar al día en el pago de las pensiones alimentarias, en razón a que la 
aplicación del referido requisito de admisibilidad colisiona con la misma naturaleza 
jurídica del derecho de Reducción de Alimentos, siendo esta cuando disminuyan 
las posibilidades del alimentante, motivo por el cual muchos obligados 
alimentarios se atrasan en el pago de las pensiones alimenticias. 
Asimismo, se concluye que Ley N° 29486, que establece el requisito de 
admisibilidad encontrarse al día en el pago de la pensión alimenticia para admitir 
a trámite la demanda de Reducción de Alimentos, no cumple con la finalidad por 
la que fue promulgado, de garantizar la ejecución de las sentencias de alimentos 
y proteger el derecho del alimentista, resultando la aplicación del mismo una 
barrera procesal desproporcional e irrazonable al derecho de tutela jurisdiccional 
efectiva, al no encontrar justificación para su limitación en el principio del interés 
superior del niño. 
A pesar de seguir encontrándose vigente la aplicación del artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, mediante la 
presente investigación se ha logrado identificar los posibles criterios que 
permitirían admitir a trámite la demanda de Reducción de Alimentos, pese a no 
haber cumplido con el requisito de admisibilidad estipulado en precitado artículo, 
siendo estos, el principio pro actione y mediante el mecanismo de control 
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constitucional de las normas, el control difuso, y así garantizar el pleno 
cumplimiento del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
De igual forma, mediante la presente investigación se ha logrado determinar que 
es preferible la aplicación de otros mecanismos alternativos y diferentes al 
contenido en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, que si cumplirían 
eficazmente con garantizar el cumplimiento de las sentencias de alimentos, 
logrando el resguardo tanto del derecho a la Tutela Jurisdiccional efectiva así 
como el principio del interés superior del niño. 
VI. RECOMENDACIONES 
 
Que los jueces no se limiten a sólo aplicar la norma en cuestión, que analicen la 
constitucionalidad de la misma, y de existir duda respecto si se debe admitir o no 
a trámite la demanda de Reducción de Alimentos pese a no cumplido con el 
requisito de admisibilidad contenido en el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, el juez deberá inclinarse por la continuidad del proceso en razón al principio 
pro actione, y si de lograrse determinar la inconstitucionalidad de la misma, el juez 
mediante control difuso deberá declarar su inaplicación, dando inicio al proceso 
de Reducción de alimentos, salvaguardándose el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva. 
Realizar un Pleno Jurisdiccional Distrital, Regional o Nacional, a fin de debatir la 
constitucionalidad del artículo 565°-A del Código Procesal Civil, a pesar de que 
estos no adquieren fuerza vinculante, tienen criterios orientadores que sirven de 
guía a los órganos Jurisdiccionales, o mejor aún realizar un Pleno Casatorio, que 
tiene carácter vinculante, conforme el artículo 400° del Código Procesal Civil, de 
modo que lo resuelto se convertiría en una regla de obligatorio cumplimiento para 
casos análogos. 
Que el estado prevea la creación de mecanismos verdaderamente eficaces, que 
aseguren el cumplimiento de las sentencias de alimentos, y el resguardo pleno del 
principio de interés superior del niño. 
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ANEXOS 
ANEXO I: Matriz de Consistencia 
MATRIZ DE CONSISTENCIA 
TITULO: “La aplicación del artículo 565°–A del Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos y la vulneración 
del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, Chimbote 2017” 
LINEA DE INVESTIGACIÓN: Derecho Procesal Civil 
 
FORMULACIÓN DEL 
PROBLEMA 
OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES 
DISEÑO DE 
INVESTIGACIÓN 
TÉCNICA 
INTRUMENTOS 
POBLACIÓN 
CENSAL 
 
¿De qué forma la 
aplicación del artículo 
565°-A del Código 
Procesal Civil en la 
acción de Reducción 
de Alimentos, vulnera 
el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional 
Efectiva del deudor 
alimentario, Chimbote 
2017? 
 
 
 
Objetivo General 
 
Determinar, si la aplicación del 
artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil en la acción de Reducción de 
Alimentos, vulnera el derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva del 
deudor alimentario. 
 
Objetivos Específicos 
- Establecer si es constitucional 
que para la admisión de la 
demanda de Reducción de 
Alimentos, el demandante 
(obligado alimentario) acredite 
estar al día en el pago de las 
pensiones alimentarias. 
- Identificar los posibles criterios 
que permitirían admitir a trámite 
la demanda de Reducción de 
Hi: La aplicación del artículo 
565°-A del Código Procesal 
Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos, 
vulnera el derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva 
al restringir el derecho de 
acción del deudor 
alimentario. 
 
 
Ho: La aplicación del artículo 
565°-A del Código Procesal 
Civil en la acción de 
Reducción de Alimentos, no 
vulnera el Derecho a la 
Tutela Jurisdiccional Efectiva 
del deudor alimentario. 
 
 
V1: La aplicación del 
artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil 
en la acción de 
Reducción de 
Alimentos. 
 
 
 
V2: Vulneración de la 
Tutela Jurisdiccional 
Efectiva. 
NO EXPERIMENTAL 
Porque la presente 
investigación, no manipula 
directamente las variables. 
M.--------------O1-O2 
 
M: Constituye los Jueces, 
Asistentes, Secretarios y 
Técnicos de los Juzgados 
de Paz Letrado, Familia y 
Mixtos de la Corte Superior 
de Justicia del Santa. 
O1: La aplicación del 
artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil en la acción 
de Reducción de 
Alimentos. 
 
Técnicas: 
 
Encuesta 
 
 
Instrumentos: 
 
Cuestionario 
A través de un censo 
se incluirá la población 
completa  
N°: 50 Jueces, 
Asistentes, Secretarios 
y Técnicos de los 
Juzgados de Paz 
Letrado, Familia y 
Mixtos de la Corte 
Superior de Justicia 
del Santa. 
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Alimentos pese a no haber 
cumplido con el requisito 
estipulado en el artículo 565°A 
del Código Procesal Civil. 
- Determinar qué es la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva y sus 
alcances. 
- Determinar si es preferible la 
aplicación de otros mecanismos 
alternativos y diferentes al 
contenido en el artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil que 
permitan acceder a los órganos 
jurisdiccionales sin tener que 
restringir el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva. 
 
O2: Vulneración del 
derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva. 
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   ANEXO II: Instrumento 
 
 
ENCUESTA 
INSTRUMENTO PARA DETERMINAR, SI LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 565°-A 
DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL EN LA ACCIÓN DE REDUCCIÓN DE ALIMENTOS, 
VULNERA EL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA DEL DEUDOR 
ALIMENTARIO.  
 
Instrucciones: Marque con una (X) solo una de las respuestas, si marca más de una opción no 
podremos contar su respuesta, si es difícil decidir entre dos o más respuestas, marque la que 
encuadre su opinión la mayor cantidad de tiempo, según los criterios que a continuación se 
detallan. 
TD= Totalmente en desacuerdo/ ED= En desacuerdo/ NA, ND= Ni de acuerdo, ni en desacuerdo, 
DA= De acuerdo/ TA= Totalmente de acuerdo 
ITEMS 
TD ED NA, 
ND 
DA TA 
1 2 3 4 5 
1 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva del deudor alimentario? 
     
2 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, colisiona con la naturaleza jurídica del derecho 
alimentario? 
     
3 ¿Considera que el derecho alimentario puede tener 
limitaciones como la estipulada en el artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil? 
     
4 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, colisiona con el artículo 3° del Código Procesal 
Civil? 
     
5 ¿Considera que el Estado debe prever otros 
mecanismos alternativos y diferentes al contenido en 
el artículo 565°-A del Código Procesal Civil? 
     
6 ¿Considera que la Ley N° 29486 que establece el 
requisito de acreditar encontrarse al día en el pago de 
las pensiones alimenticias para demandar Reducción 
de Alimentos, es inconstitucional? 
     
7 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, cumple con proteger al alimentista? 
     
8 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, cumple con su finalidad de coaccionar al deudor 
alimentario al pago de las pensiones alimenticias? 
     
9 ¿Considera que es constitucional no admitir a trámite 
la demanda de reducción de pensión alimenticia, 
cuando la necesidad del alimentista han disminuidos? 
     
10 ¿Considera que es constitucional no admitir a trámite      
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la demanda de reducción de pensión alimenticia, 
cuando las posibilidades del alimentante han 
disminuidos? 
11 ¿Considera que artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, colisiona con el artículo 139° inciso 3 de la 
Constitución Política del Perú? 
     
12 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, colisiona con el artículo I del Título Preliminar del 
Código Procesal Civil? 
     
13 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, colisiona con el artículo 4° del Código Procesal 
Constitucional? 
     
14 ¿Considera que es constitucional restringir el acceso a 
los Órganos Jurisdiccionales? 
     
15 ¿Considera que el artículo 565°-A del Código Procesal 
Civil, vulnera el derecho al Debido Proceso? 
     
16 ¿Considera que es constitucional que se limite el 
derecho de acción al deudor alimentario que solicita 
Reducción de Alimentos? 
     
17 ¿Cómo operador jurídico invocaría el principio Pro 
Actione para admitir a trámite la demanda de 
Reducción de Alimentos del deudor alimentario? 
     
18 ¿Cómo operador jurídico si tuviera la potestad de 
aplicar el control difuso, inaplicaría el artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil, para admitir a trámite una 
demanda de Reducción de Alimentos? 
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ANEXO III: Validación del Instrumento 
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ANEXO IV: Conclusiones del 
Pleno Jurisdiccional Distrital 
de Familia Corte Superior de 
Justicia de Lima - 2011 
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ANEXO V: Ley N° 29486 
       
 
 
ANEXO VI: Artículo Científico 
1. “LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 565°–A DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL EN LA ACCIÓN DE 
REDUCCIÓN DE ALIMENTOS Y LA VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL 
EFECTIVA DEL DEUDOR ALIMENTARIO, CHIMBOTE 2017”. 
2.- Autor: Geraldine Alexandra Alcántara Cajusol 
Correo electrónico: geraldine.2815@hotmail.com 
Universidad César Vallejo – Chimbote 
3. RESUMEN 
El presente trabajo de investigación tiene por título “La aplicación del artículo 565°–A del Código 
Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos y la vulneración del derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, Chimbote 2017”. Asimismo, como objetivo general 
determinar si la aplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil en la acción de Reducción 
de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario. Para la 
investigación se ha utilizado el enfoque cuantitativo, y corresponde a un diseño no experimental, 
transeccional de alcance descriptivo. La población se encuentra conformada por 09 Jueces, 4 
Asistentes, 18 Secretarios y 19 Técnicos de los Juzgados de Paz Letrado, Familia y Mixtos de la 
Corte Superior de Justicia del Santa. La técnica utilizada en el desarrollo del presente trabajo de 
investigación fue la encuesta y posteriormente el instrumentó que se aplicó fue el cuestionario. 
Los resultados permitieron concluir que la aplicación del artículo 565°-A de Código Procesal Civil 
en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva al 
restringir el derecho de acción del deudor alimentario. 
4. PALABRAS CLAVES: Tutela Jurisdiccional Efectiva, deudor alimentario. 
5. ABSTRACT  
The present research work is entitled "Criteria of the criminal prosecutor to qualify as a crime of 
serious injuries for family violence a crime of attempted femicide, Chimbote 2016." Also, as a 
general objective to determine the criteria of the criminal prosecutor to qualify as a crime of 
serious injuries for family violence a crime of attempted femicide, Chimbote 2016. The study has 
legal value, provides an essential form of interpretation of criminal law in Base to doctrine and 
theories of diverse authors. The methodology applied was the legal method and the inductive 
method. Also, located within the quantitative approach and corresponds to a non-experimental, 
       
 
 
transverse descriptive design. The finite population was formed by 49 Criminal Prosecutors of the 
Fiscal District of Santa -Chimbote, considering as final sample 23 Criminal Prosecutors of the Fiscal 
District of Santa -Chimbote. The technique is the survey and the instrument the survey 
questionnaire, whose results allowed to conclude that the criminal prosecutor is obliged to act 
objectively, investigating the constituent elements of the crime and dealing with a crime in the 
context and aggravating family violence, will meet All necessary and objective elements of 
conviction in order to determine the correct criminal type. Thus, if there is an apparent conflict 
between the crime of serious injuries due to family violence and the crime of attempted femicide, 
one would opt for the use of the principles of specialty, subsidiarity and consumption.  
6. KEY WORDS: Attempt, femicide, subsumption, subsidiarity, consumption.  
7. INTRODUCCIÓN  
Mediante Proyecto de Ley N° 1750-2007-CR, se propuso incorporar el artículo 565°-A al Código 
Procesal Civil, siendo analizada y cuestionada por la Comisión de Justicia y Derechos Humanos 
(2009, p. 7), quien advirtió que en caso el obligado alimentario vea disminuidos sus ingresos 
económicos y no pueda cumplir con acreditar estar al día en el pago de la pensión alimenticia, 
quedará marginado de su derecho a accionar. 
Asimismo la Comisión anteriormente citada, solicitó la opinión técnica legal del Ministerio Público 
(como se citó en el Dictamen de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, 2009, p. 2) quien 
consideró que el mismo debe ser materia de mayor análisis ya que se limitaría el derecho de 
acción, el cual en materia procesal civil no admite limitación ni restricción para su ejercicio, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 3° del Código Procesal Civil. 
A pesar de lo referido anteriormente el 23 de diciembre del 2009 se promulgo la Ley N° 29486 
(Proyecto de Ley N° 1750/2007-CR), incorporándose así el artículo 565°-A al Código Civil. 
Sin embargo su aplicación ha generado diversas opiniones de doctrinarios y así mismo ha sido 
tema de debate de distintos Plenos Jurisdiccionales. Mereciendo resaltar el Pleno Jurisdiccional 
Distrital de Familia Corte Superior de Justicia de Lima (2011, p.2), presidida por los Jueces 
Superiores integrantes de la Comisión de Actos Preparatorios,  quien debatió si resulta 
contraproducente admitir a trámite una demanda de Reducción de Alimentos a pesar de lo 
dispuesto por el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, adoptando el Pleno por mayoría que si 
procede admitir a trámite la demanda, en razón al derecho de tutela jurisdiccional efectiva. 
       
 
 
Surgiendo así como problema  de investigación ¿De qué forma la aplicación del artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, Chimbote 2017?, otorgando al presente estudio un 
valor jurídico, ya que va investigar si la aplicación del artículo antes mencionado, vulnera el 
derecho el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
Por otro lado, es menester para el presente estudio referirnos sobre la teoría de Martel (2002, p. 
28) quien sostiene que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, es aquel derecho que tiene 
toda persona de acceder a los tribunales para solicitar el amparo de su derecho de acción o 
contradicción con respeto a un debido proceso.  
Dentro del derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, se encuentra contenido el derecho de 
acceso a los órganos jurisdiccionales, según el Tribunal Constitucional (2009, p. 246) este derecho 
no se limita a consignar la posibilidad meramente formal de acudir ante los tribunales para 
formular pretensiones o defenderse de ellas, sino que implica, además, el deber del Estado de 
remover todos aquellos obstáculos materiales que impidan o dificulten el acceso efectivo de las 
personas a los tribunales. 
Resultando pertinente investigar los posibles criterios que permitirían admitir a trámite una 
demanda de Reducción de Alimentos pese a no haber cumplido con el requisito estipulado en el 
artículo 565°A del Código Procesal Civil, considerando así en la presente investigación al Principio 
Pro Actione, según  Arévalo (2014, p. 56), se manifiesta fundamentalmente en dos vertientes: el 
derecho de acceso a la justicia, cuyos requisitos no deben ser interpretados de manera restrictiva 
y limitando a que la ley no establezca requisitos que hagan muy difícil o imposible el acceso a los 
órganos jurisdiccionales . Así mismo Rioja (2013) refiere que este principio consiste en la facultad 
que tiene los juzgadores de dirimir a favor de la admisión de la demanda o de la continuación del 
proceso, en los casos que se tenga una duda razonable respecto de si se está ante un caso de 
improcedencia de la demanda o de conclusión del proceso. Otro de los posibles criterios es el 
Control Difuso, según lo establecido en el Código Procesal Constitucional (2004), artículo VI del 
Título Preliminar, cuando exista incompatibilidad entre una norma de rango constitucional y otra 
de inferior jerarquía, el Juez debe preferir la primera. Es decir que mediante la aplicación de 
control difuso el juez puede disponer la inaplicación del artículo 565°-A del Código Procesal Civil, 
si a su criterio resulta contraria a la Constitución. 
Presentando así, como Objetivo General: Determinar, si la aplicación del artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela 
       
 
 
Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario y como Objetivos Específicos: Primero establecer si 
es constitucional que para la admisión de la demanda de Reducción de Alimentos, el demandante 
(obligado alimentario) acredite estar al día en el pago de las pensiones alimentarias, segundo 
identificar los posibles criterios que permitirían admitir a trámite la demanda de Reducción de 
Alimentos pese a no haber cumplido con el requisito estipulado en el artículo 565°A del Código 
Procesal Civil, tercero determinar qué es la Tutela Jurisdiccional Efectiva y sus alcances y por 
último determinar si es preferible la aplicación de otros mecanismos alternativos y diferentes al 
contenido en el artículo 565°-A del Código Procesal Civil que permitan acceder a los órganos 
jurisdiccionales sin tener que restringir el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva. 
Lográndose determinar mediante la presente investigación, que la  aplicación del artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva al restringir el derecho de acción del deudor alimentario, resultando 
menester brindar como posible solución al problema jurídico antes mencionado,  la aplicación de 
los criterios: Principio Pro Actione y Control Difuso (aceptados favorablemente), que permitirían 
admitir a trámite la demanda de Reducción de Alimentos pese a no haber cumplido con el 
requisito estipulado en el artículo 565°A del Código Procesal Civil. 
8. METODOLOGÍA  
La metodología que se aplicó en el presente trabajo de investigación tiene las siguientes 
características: es de enfoque cuantitativo de diseño no experimental, de tipo transeccional, 
además la investigación tendrá un alcance descriptivo. 
Población Censal: Es decir que a través de un censo se incluyó a la población completa, 
conformada por 50 personas entre Jueces, Asistentes, Secretarios y Técnicos de los Juzgados de 
Paz Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa.  
Método de Recopilación de datos: Se aplicó como técnica la encuesta y como instrumento el 
cuestionario, sometiéndose a juicio de un metodólogo y dos temáticos. 
Los datos recoleccionados en la presente investigación, han sido presentados en Excel mediante 
tablas, en un proceso denominado tabulación y su respectiva representación gráfica, 
posteriormente se realizó la prueba de hipótesis, mediante el programa SPSS. 
9. RESULTADOS  
De una población de 50 Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados de Paz Letrado, 
Familia y Mixtos encuestados, se observa en el Gráfico N° 01 que el 76% está totalmente de 
       
 
 
acuerdo que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, vulnera el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, un 24% está de acuerdo, un 0% totalmente en 
desacuerdo, un 0% en desacuerdo y un 0% ni de acuerdo, ni en desacuerdo 
Para la comprobación de la hipótesis se utilizó el programa estadístico del SPSS, llegando a 
aceptarse la Hipótesis de la Investigación, es decir la aplicación del artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil en la acción de Reducción de Alimentos, vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional 
Efectiva al restringir el derecho de acción del deudor alimentario. 
10. DISCUSIÓN  
Dimensión Normatividad 
Mediante una encuesta realizada a los Jueces, Asistentes, Técnicos y Secretarios de los Juzgados 
de Paz Letrado, Familia y Mixtos de la Corte Superior de Justicia del Santa, se obtuvo los 
siguientes resultados; según la Tabla N° 01 en base al ítem N° 1, el 76% está totalmente de 
acuerdo que el artículo 565°-A del Código Procesal Civil, vulnera el derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva del deudor alimentario, de igual forma el 24% está de acuerdo; según la 
tabla N° 02, en base al ítem N° 2, el 68% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del 
Código Procesal Civil, colisiona con la naturaleza jurídica del derecho alimentario, así mismo el 
32% está de acuerdo; según la Tabla N° 03, en base al ítem N° 3, el 60% está totalmente en 
desacuerdo que el derecho alimentario puede tener limitaciones como la estipulada en el artículo 
565°-A del Código Procesal Civil, de la misma forma el 40 % está en desacuerdo; según la Tabla N° 
04, en base al ítem N° 4, el 68% está totalmente de acuerdo que el artículo 565°-A del Código 
Procesal Civil, colisiona con el artículo 3° del Código Procesal Civil, de igual forma el 32% está de 
acuerdo; según la Tabla N° 05, en base al ítem N° 5, el 86% está totalmente de acuerdo que el 
Estado debe prever otros mecanismos alternativos y diferentes al contenido en el artículo 565°-A 
del Código Procesal Civil, de igual forma el 14% está de acuerdo; según la Tabla N° 06, en base al 
ítem N° 6, el 88% está totalmente de acuerdo que la Ley N° 29486 que establece el requisito de 
acreditar encontrarse al día en el pago de las pensiones alimenticias para demandar Reducción de 
Alimentos, es inconstitucional, igualmente el 12% está de acuerdo. 
 
Estos datos se corroboran con la investigación de Benites y Lujan (2015) quienes concluyen, que el 
requisito de admisibilidad de la demanda de reducción de alimentos establecidos en el artículo 
565°-A del Código Procesal Civil, es inconstitucional porque vulnera el derecho a la tutela 
jurisdiccional, igualmente con su conclusión de que mencionado artículo, incurre en contradicción 
       
 
 
con la naturaleza jurídica del derecho de reducción de alimentos. Asimismo se corroboran con lo 
concluido por Arévalo (2014) quien concluye que el artículo 565°-A del C.P.C. vulnera 
flagrantemente el derecho de acceso a la justicia, toda vez que restringe el derecho a la revisión 
de una sentencia que por su naturaleza misma no constituye cosa juzgada material, sino 
únicamente cosa juzgada formal. 
Estos resultados se ven fundamentados en la teoría de Gaceta Jurídica (2008, p. 25) quien afirma 
en su doctrina que cualquier requisito que impide poder iniciar un proceso judicial importa una 
limitación al derecho de acceso a la justicia. De igual forma con la teoría del Tribunal 
Constitucional (2009, p. 246) quien afirma que “(…) el Estado debe remover todos aquellos 
obstáculos materiales que impidan o dificulten el acceso efectivo de las personas a los tribunales”. 
Asimismo con la teoría de Gaceta Jurídica (2008, p.25) quien afirma que el establecimiento de 
cualquier requisito que impide poder iniciar un proceso judicial importa una limitación al derecho 
de acceso a la justicia. 
Finalmente, cabe acotar que de los resultados obtenidos nos permite discutir si la aplicación del 
artículo 565°-A del Código Procesal Civil vulnera o no el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva 
del deudor alimentario, teniendo como resultado que la aplicación del artículo antes mencionado 
si vulnera el derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva en la modalidad de derecho acción, 
derecho que en materia procesal civil no admite limitaciones ni restricción para su ejercicio, de los 
resultados obtenidos también se corrobora que el presente artículo colisiona con la naturaleza 
jurídica del derecho alimentario, en razón a que una de las características de la pensión 
alimenticia es la variabilidad, es decir que cuando elementos tomados en cuenta para fijar la 
pensión alimenticia disminuyan o aumenten, las parte pueden solicitar al reajuste de la misma, sin 
embargo la aplicación del presente artículo restringe a muchos alimentantes que por causas 
ajenas a su voluntad disminuyen sus ingresos económicos y se atrasan en el pago la pensión 
alimenticia, solicitando la acción de reducción de alimentos porque no pueden seguir pagando la 
pensión alimenticia originaria, quien al no cumplir con el requisito de admisibilidad contenido en 
el artículo 565°-A del código Procesal Civil es rechazada su demanda; en razón a ello se ha logrado 
determinar favorablemente mediante los resultados obtenidos, el cumplimiento de uno de los 
objetivos específicos, es decir que es preferible la aplicación de otros mecanismos alternativos y 
diferentes al contenido en el artículo 565°-A del código Procesal Civil, a fin de salvaguardar el 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
       
 
 
11. CONCLUSIONES  
La presente investigación ha permitido confirmar nuestra hipótesis de investigación. 
Asimismo, se ha logrado determinar que es inconstitucional que para la admisión de la demanda 
de Reducción de Alimentos, el demandante (obligado alimentario) acredite estar al día en el pago 
de las pensiones alimentarias. 
Se concluye que Ley N° 29486 no cumple con su finalidad, de garantizar la ejecución de las 
sentencias de alimentos y proteger el derecho del alimentista, resultando la aplicación del mismo 
una barrera procesal desproporcional e irrazonable al derecho de tutela jurisdiccional efectiva, al 
no encontrar justificación para su limitación en el principio del interés superior del niño. 
Se ha logrado identificar los posibles criterios que permitirían admitir a trámite la demanda de 
Reducción de Alimentos, pese a no haber cumplido con el requisito de admisibilidad estipulado en 
precitado artículo, siendo estos, el principio pro actione y el control difuso, y así garantizar el 
pleno cumplimiento del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. 
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